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9El Duque de Rivas del otro lado de la literatura
Cuando se habla del Duque de Rivas automáticamente se le identifica con 
su labor literaria. Su producción artística en los momentos del surgimiento 
del primer romanticismo español parece acapararlo todo en su vida. Esto, sin 
duda, sucede porque hablar del Duque de Rivas equivale a hablar de la im-
plantación del movimiento romántico en España1. Sin embargo, si alejamos 
el foco y expandimos el análisis al resto de facetas de su vida, vislumbraremos 
una peripecia vital que llegó bastante más allá de lo literario. 
Interesado y comprometido en actividades aparentemente tan dispares 
como la política, el arte, la milicia, la diplomacia o la administración públi-
ca, en los cometidos que desempeñó en cada una de esas áreas no dejamos 
de percibir el transcurrir del tiempo que le tocó vivir. En lo literario, vivió el 
paso del neoclasicismo al romanticismo2; en lo político del liberalismo exaltado 
1  La complejidad del Romanticismo, entendido como movimiento global surgido a 
finales del siglo XVIII, y que trasciende el ámbito literario, se explica en buena medida 
por su carácter dialéctico. La reacción contra la retórica de la Ilustración se manifiesta, 
más que en ningún otro aspecto, en la reivindicación de la subjetividad. Esta subjetividad 
—que es una dimensión pujante del espíritu liberal— se convierte en una seña de identidad 
no solo en las diferentes manifestaciones artísticas, sino también a la hora de analizar la 
realidad social. Esta afirmación explicaría la relación que se establece desde un primer 
momento, también en España, entre romanticismo y política (López, 2003). En este sen-
tido, como veremos, el Duque de Rivas se erige como paradigma romántico en el campo 
literario, pero también en el ámbito político, en el que ejercerá en un primer momento 
una militancia exaltada, propia del espíritu colectivo que define a este periodo histórico. 
Nótese a este respecto que “son los liberales románticos que emigran en 1823 a Inglaterra, 
América o Francia, y en estos países se ponen a tono con el espíritu del tiempo y aceptan el 
nuevo credo estético” (Blanco, Rodríguez y Zavala, 2000, p.14). 
2  De enorme interés son las reflexiones sobre el romanticismo literario que Ángel de 
Saavedra pone negro sobre blanco en el prólogo a su obra El moro expósito, o, Córdoba y 
Burgos en el siglo décimo, publicada en París en 1834. En estas líneas el Duque de Rivas 
enumera, desde un profundo conocimiento del panorama literario de la época, las carac-
terísticas más destacadas del nuevo movimiento romántico: “Encuentran asuntos para sus 
composiciones en edades medias, tiempos bastante remotos para ser poéticos y, por otra 
parte, abundantes en motivos de emociones fuertes que son el minero de la poesía: de aquí 
la poesía caballeresca. Buscan argumentos en tierras lejanas y no bien conocidas, donde, 
imperfecta todavía la civilización, no ahoga los efectos de la naturaleza bajo el peso de las 
reglas sociales” (Rivas, 2006, p.26).  
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al moderado y en lo militar pasó de la experiencia de la guerra como defensa 
ante la agresión extranjera, en la guerra de Independencia, al sufrimiento de 
una guerra entre compatriotas como fue la carlista. Nicomedes Tachado Díaz lo 
resume diciendo “Acaso no hay existencia alguna en que estén más exactamen-
te personificadas las mudanzas políticas y las vicisitudes literarias de nuestros 
días” (Pastor Díaz, 1841, p.5). A estas pinceladas generales, habría que añadir 
—como parte determinante de su vida— los largos años de exilio que tuvo que 
sufrir no tanto por salvaguardar sus principios ideológicos, sino su propia vida. 
En cuanto a su forma de ser, no hay que olvidar que el carácter y la perso-
nalidad de los artistas se refleja en sus obras. Los personajes, asuntos, hilos 
conductores de sus obras son trasunto de su propio ser y forma de ver la vida. 
Gravitando sobre esta idea, Martínez Torrón (2015) traza en los preliminares 
de su edición del teatro completo del Duque de Rivas una caracterización ale-
jada de los estereotipos habituales con los que se suele componer la figura del 
Duque, centrándose en diversas notas que él considera relevantes sobre su 
personalidad. Indica, por ejemplo, que a pesar de pertenecer a la aristocracia 
es un rebelde nato. Anota también su relación con el paganismo de la antigua 
Grecia, bien patente en el papel del destino en varias de sus obras y muy espe-
cialmente en Don Álvaro o la fuerza del sino, probablemente por tratarse ese 
tema —el destino— no únicamente un tema literario sino quizá un trasunto 
de su propio itinerario vital. También destaca le presencia de ciertos rasgos 
de un pensamiento moderno, por ejemplo, su sentido de la “convivencia pa-
cífica” entre individuos pertenecientes a diversas religiones y etnias, frente a 
las posiciones del drama histórico español del XVIII, basado en la victoria de 
los cristianos españoles sobre los árabes. Otros rasgos de su personalidad que 
Martínez Torrón considera modernos son la defensa que hace en sus obras de 
la mujer, a quien no se limita a describir físicamente y de quien se resaltan en 
ocasiones cualidades como la determinación y el valor. También está presen-
te la crítica a su clase social a través de la defensa del valor de los rendimien-
tos del trabajo frente a la herencia. El concepto de democracia, nuevo para la 
época —sobre todo en España— es, de igual modo, un tema tratado en la obra 
dramática de Ángel de Saavedra, donde personajes plebeyos se dirigen sin 
obstáculo ni restricción a reyes o nobles en plano de igualdad.
Desde otra perspectiva podemos observar como su actuación política re-
cibió reproches no por las ideas que defendió sino por su escasa energía y su 
torpe visión política, esta última, según Boussagol, le impide prever, impedir 
y reprimir la rebelión de la Granja de San Ildefonso en un momento clave de 
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su carrera política. En este sentido, el autor francés defiende que “Rivas nun-
ca tuvo un verdadero temperamento revolucionario. No estaba hecho para 
amar la masa y no tenía con ella ningún tipo de afinidad electiva. Tampoco te-
nía la energía necesaria para dominarla y utilizarla” (Boussagol, 2018, p.25).
Aspectos que —de alguna manera— quedan constatados por lo fugaces que 
fueron los momentos en que detentó poderes ejecutivos. En cambio, su activi-
dad diplomática la desempeño con brillantez y don de gentes. Para otros estu-
diosos del Duque de Rivas, esa evolución en lo ideológico —de la que venimos 
hablando— no dejaría de ser más que una manifestación “vital” de un espíritu 
romántico, más sometido a sentimientos que a convicciones. En palabras de 
García Castañeda:
Los biógrafos, en suma, han visto en Rivas al hombre sincero y caballeroso, de carácter 
franco y abierto, buen amigo, de singular sensibilidad artística, de palabra fácil, con sóli-
dos principios de casta, pero sin convicciones firmes, y tan impresionable que, al decir del 
marqués de Valmar, “los principios cobraban en su alma el carácter de sentimientos y no 
pocas veces de sensaciones.” (García, s.a.)
Su vida
Nacido en Córdoba el 10 de marzo de 1791, fue el segundo hijo varón de 
Juan Martín Pérez de Saavedra y Ramírez, Duque de Rivas de Saavedra, y 
Dominga Ramírez de Baquedano, perteneciente también a la alta nobleza. 
Aun siendo el segundo de la familia y, por tanto, destinado a la carrera militar 
—su hermano mayor Juan Remigio sería quien heredaría el título y las pose-
siones— recibió una esmerada educación de manos de preceptores, algunos 
de ellos venidos de Francia huyendo de la Revolución.
En 1802 falleció de forma inesperada su padre cuando se encontraba en 
Barcelona para recibir a María Antonia de Nápoles —primera esposa del 
entonces Príncipe de Asturias, futuro Fernando VII—, de quien había sido 
nombrado Caballerizo Mayor. Su hermano le sucedió como II Duque de Ri-
vas, mientras que Ángel, por disposición de su madre, ingresaba en el Real 
Seminario de Nobles de Madrid, centro con buena reputación académica y 
prestigioso claustro donde el joven Ángel estuvo sometido a una intensa edu-
cación que, entre otras cosas, le exigía levantarse a las seis de la mañana, 
tener formación específica en urbanidad o tomar lecciones de música. Allí 
completó su formación hasta 1806 en que salió con dieciséis años como oficial 
de Caballería al Regimiento del Infante, acantonado en Zamora. 
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Al poco, su regimiento fue incorporado a la expedición del Marqués de la 
Romana que había de salir en apoyo de las tropas de Napoleón en campaña 
en el norte de Europa. La perspectiva no gustó a su madre que se movió para 
conseguir que su hijo fuese destinado a la Guardia de Corps —aun perdiendo 
empleo y sueldo—, donde ya estaba su hermano mayor de capitán. Allí estuvo 
hasta el estallido de la guerra de Independencia. Estando en ese cuerpo en-
tabló amistad con algunos escritores en ciernes que bajo la guía de Antonio 
de Capmany redactaban un periódico literario, donde publicó algunas com-
posiciones. También se inició en la pintura de la mano del pintor de cámara.
Además, el servicio como guardia le permitió estar cerca de la escena po-
lítica y sus intrigas, aunque como espectador. Se encontraba en el Escorial 
cuando se produjo la conspiración del Príncipe de Asturias contra Carlos IV; y 
también fue testigo privilegiado de los sucesos de Aranjuez, que —en palabras 
de Pastor Díaz— no dejarían “de influir en el carácter político de nuestro D. 
Ángel y en el sesgo de sus ideas, quizá sin que él mismo lo percibiera” (Pastor 
Díaz, 1841, p.12).
Guerra de Independencia: descubrimiento de la milicia y la política 
Al estallar la guerra de Independencia, junto con su hermano intenta en-
contrarse con Palafox en Zaragoza pero no lo consigue y tras diversas vicisi-
tudes ambos hermanos logran unirse a las fuerzas del General García de la 
Cuesta cerca de Salamanca. Su bautismo de fuego tuvo lugar en una escara-
muza en Sepúlveda, donde en una acción de guerrillas atacó la retaguardia 
de un destacamento francés. Durante los meses siguientes intervino en esca-
ramuzas y operaciones variadas en Extremadura y la Mancha a las órdenes 
del general Bernuy. Estuvo en el desastre de Uclés y en la batalla de Talavera, 
hasta el 18 de noviembre de 1809, jornada en la que resultó gravemente heri-
do y dado por muerto. 
En Ontígola —en el camino de Ocaña a Aranjuez— en un encuentro de las 
vanguardias de caballería de los ejércitos francés y español:
El caballo de Ángel cayó herido, pero continuó en la lucha a pie. Recibió once heridas 
de sable y lanza, cuatro de gravedad, en concreto dos de sable en la cabeza y una estocada 
y una lanzada en el pecho, esta última propinada por un lancero polaco, que le hizo caer, 
casi inerme, a tierra, con la mala fortuna de ser pisoteado por los soldados y las caballerías 
durante su huida, quedando desmayado en el campo de batalla. Su hermano contempló la 
escena sin poder prestarle ayuda, dándole por muerto. (Espino, 2012, p.218).
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Sobrevivió y pudo ser trasladado a un improvisado hospital. Tras vein-
te días de cuidados y atenciones se restablece, aunque cojeará unos cuantos 
años y la herida en el pecho se manifestará tiempo después en forma de vó-
mitos sanguinolentos. Recobra las fuerzas necesarias y se traslada a Córdo-
ba, con su madre3. A comienzos de 1810, estando todavía convaleciente, se 
produjo la invasión francesa de Andalucía, por lo que tuvo que salir huyendo 
con su madre en busca de refugio, primero en Málaga y finalmente en Cádiz 
donde pudo encontrarse con su hermano que había llegado poco antes.
Dada su todavía débil salud y la formación que tenía, se le agregó al Estado 
Mayor del general Blake. Su destreza para la escritura y el dibujo facilitó que 
se le encargase del negociado de topografía e historia miliar. En el Estado 
Mayor continuó su carrera de oficial, obteniendo varios ascensos hasta el final 
de la guerra. 
En Cádiz, foco de la resistencia contra Napoleón y encrucijada de nuevos 
planteamientos políticos, sociales y culturales que circulaban por Europa, Án-
gel Saavedra se encontraría con los planteamientos liberales radicales en su 
asistencia habitual a las sesiones de las Cortes y también, muy probablemen-
te, de la mano de Alcalá Galiano a quien conoce entonces y del que acabaría 
siendo gran amigo. Probablemente, fue él quien le introdujo en la masonería 
(Alvarado, 2016) y quien lo acaba convenciendo para que presente su candi-
datura a las elecciones legislativas de 1820 (Boussagol, 2018). En las poesías 
y artículos que escribió por entonces, se mostró abiertamente partidario de 
reformas políticas profundas y del liberalismo más exaltado y rebelde.
No perdió la oportunidad de apoyar tanto en poesías como en artículos los cambios 
políticos que se estaban desarrollando y de insistir en que el objetivo de la guerra no con-
sistía únicamente en expulsar a los franceses, sino en alcanzar la libertad frente al invasor 
y luego mantenerla contra los déspotas. En este sentido, defendió el ejercicio de la libre 
opinión y la capacidad de la acción legal del estado de derecho, aplaudió la desaparición 
de algunas rémoras del pasado como la Inquisición y, criticó con dureza a los que predi-
caban desde los púlpitos el absolutismo y a los que disfrazados de patriotas atacaban a los 
liberales. (Espino, 2012, p.238).
3  Este episodio que Ángel de Saavedra vive como un acontecimiento cargado de épi-
ca (así lo exige el contexto romántico) es fuente de inspiración y contexto de composi-
ción de su romance “Con once heridas mortales,/hecha pedazos la espada,/y el caballo 
sin aliento/y perdida la batalla/manchado de sangre y polvo/en noche oscura y nublada,/
en Antígona vencido,/y deshecha mi esperanza,/casi en brazos de la muerte/el laso potro 
aguijaba/sobre cadáveres yertos,/y armaduras destrozadas.”
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Coincidió en Cádiz con personajes ya consagrados tanto de la política 
como de las letras nacionales: Martínez de la Rosa, el conde de Toreno, José 
Joaquín de Mora y Manuel José Quintana (Shaw [2019]), poeta prestigioso y 
uno de los autores del “informe Quintana” sobre cómo proceder para el “arre-
glo de los diversos ramos de la Instrucción Pública”, presentado en septiem-
bre de 1813, tras la aprobación de la constitución de 1812. El informe es clave 
pues se hizo con vistas a la posterior redacción de la que podía haber sido la 
primera Ley General de Instrucción Pública. Los acontecimientos impidieron 
que se llegase a concretar, pero conviene resaltar que se trata del primer tex-
to en el que se plasman los principios más puros del liberalismo español en 
materia educativa. El informe sería la base, con algunas modificaciones, del 
primer Reglamento General de Instrucción Pública, de 1821.
El sexenio absolutista 
El regreso de Fernando VII significó la revocación de lo que se había traza-
do en Cádiz y la cárcel de los más significados en aquel proceso, entre los que 
se encontraron Argüelles, Alcalá Galiano y Quintana, entre otros que había 
tratado Ángel Saavedra durante aquellos años. 
Sin embargo, él salió bien librado. Se estableció en Sevilla. El rey agrade-
ció sus servicios durante la guerra y pudo retirarse con el empleo y sueldo de 
Coronel de Caballería. Allí permaneció hasta finales de 1819 dedicado funda-
mentalmente a la vida literaria. Pese a su apoyo al sistema liberal durante la 
guerra de Independencia, cuando —a su vuelta al trono— Fernando VII des-
manteló la obra de las Cortes de Cádiz, no se pronunció, ni tampoco cuando 
el régimen adquirió los tonos de un nítido absolutismo. De todas formas, la 
administración fernandina no pasó por alto su ideología liberal y tardó en 
concederle la pensión que reclamaba. Solo después de varios intentos consi-
guió que el rey accediese a concedérsela. En este sentido Espino (2011) anota: 
Así pues, es ascendido y se multiplica casi por cinco su pensión anterior, por lo que, 
al contrario que otros de sus correligionarios, con el tiempo no sólo no fue castigado por 
sus ideas liberales, sino que resultó agraciado por el absolutismo regio, lo cual explica que 
no expresara abiertamente su tendencia política hasta el Trienio, adaptándose a la cir-
cunstancia de la preeminencia del poder absoluto. Al mismo tiempo, no se debe pasar por 
alto que la gracia real se debió en gran medida a la ascendencia de su hermano el Duque 
de Rivas sobre la persona del Rey, quien recordaba aún el apoyo de aquél en los difíciles 
momentos del motín de Aranjuez y su animadversión hacia su enemigo común, Godoy. 
(Espino 2011, p.226-227)
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La guerra de Independencia había significado el comienzo del desmantela-
miento del Antiguo Régimen en España. Sin embargo, la vuelta de Fernando 
VII supuso no solo el frenazo en seco del proceso, sino su involución. La vuel-
ta atrás fue radical: se vuelve al sistema político y económico del absolutismo, 
se persiguen “afrancesados” y liberales, se suprime la libertad de expresión 
y se restablecen instituciones como la Inquisición. Los cambios de gobierno 
son continuos y se producen sin criterio y la situación del país, sangrado por 
la guerra, es desesperada. Y ello, mientras en el resto de Europa y en América, 
los vientos soplaban en la dirección marcada por las revoluciones del S. XVIII. 
Lógicamente, los años transcurridos desde comienzos de siglo habían dejado 
su poso en la sociedad y la política peninsular. Y también habían dejado una 
mentalidad de oposición al absolutismo que se manifestaba soterradamente 
en conciliábulos y sociedades secretas o abiertamente en pronunciamientos 
militares contra el régimen. 
Trienio liberal. En primera línea política
Finalmente consigue triunfar uno de esos pronunciamientos y en 1820 
cuaja la sublevación de Riego y el rey se ve forzado a jurar la constitución 
de 1812. En mayo de ese año Ángel Saavedra consiguió permiso del nuevo 
gobierno para viajar al extranjero y marchó a París en comisión de servicio 
con el encargo de recorrer y examinar establecimientos militares de diversos 
países. Pero al poco tiempo, su amigo Alcalá Galiano, le alentó a presentar-
se para las elecciones de diputado a Cortes por Córdoba. Saldría elegido y 
se alinearía con el liberalismo exaltado, junto a Istúriz y Alcalá Galiano. Los 
dos años siguientes serán de intensa actividad política, en la que se revelaría 
como apasionado político, que vería incrementada su notoriedad con su nom-
bramiento como secretario de las Cortes. En sesión del 11 de junio de 1823 
fue uno de los diputados que apoyó la propuesta de suspensión del Rey. Este 
hecho lo dejaría señalado cuando se restableció el poder absoluto de Fernan-
do VII: la Audiencia de Sevilla lo condenó a pena de muerte un año después.
Conviene señalar que en el Trienio se aprobó el Reglamento General de 
Instrucción Pública (29/06/1821) que recogía los principales aspectos del 
informe Quintana, insistiendo entre otras cosas en la gratuidad de la ense-
ñanza, su carácter público y reafirmando la libertad de la educación (Real, 
2012), dividía la educación en tres grandes bloques: primera, segunda y ter-
cera enseñanza y establece que sean los ayuntamientos los responsables de 
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esa primera enseñanza. El Reglamento servirá a su vez la base para la Ley 
Moyano de 1857. 
La intervención de la Santa Alianza, bloqueada la ciudad de Cádiz por la 
flota francesa y asediada por tierra por los Hijos de San Luis, acabó con la 
aventura liberal en 1823. Saavedra, dada su implicación activa en el Trienio 
Liberal, tuvo que huir y tras varias peripecias encontró refugio en Gibraltar. 
Fue este el principio de un exilio que, según Boussagol (2018), afectó a más 
de 20.000 españoles que cruzaron la frontera buscando la salvación. En el 
caso de Saavedra, duró más de diez años. Esta marcha forzosa del país es 
una etapa de contrastes para el Duque de Rivas. Si bien, por un lado, supone 
un desarraigo oprobioso y una rendición de los ideales por los que se había 
implicado en la vida política española, por otra parte, serán años extrema-
damente interesantes desde el punto de vista ideológico-literario. No solo se 
relacionará con los autores europeos más destacados del momento, sino que 
tomará conciencia cierta del movimiento romántico, que tratará de aprehen-
der para que sea útil también en el contexto español. A este respecto, aunque 
el romanticismo no se desarrolla plenamente entre nuestras fronteras, los 
exiliados “vieron en la renovación romántica la única capaz de vivificar con 
espíritu moderno la raíz de la tradición española. Como expresión del pre-
sente, el romanticismo significó para ellos el método que mejor favorecía el 
desarrollo de la naturaleza de cada nación” (Blanco et al., 2000, p.14).
Década ominosa. La experiencia del exilio
Llegó a Gibraltar en compañía de Alcalá Galiano el 4 de octubre de 1823. 
Por problemas de salud no pudo salir de allí hasta mayo de 1824 en que se 
embarcó hacia Inglaterra. Durante la travesía, emocionado al escuchar unas 
canciones patrióticas, escribió a bordo una composición que fue publicada 
posteriormente, anónima, en El Español Constitucional de Londres. Sin me-
dios de ningún tipo, pues con la sentencia de muerte se dictaba también la 
confiscación de todos sus bienes, tuvo que arreglarse como pudo con las es-
casas subvenciones que el gobierno inglés concedía a los emigrados y con lo 
poco que podía enviarle su madre, que también estaba arruinada. Rivas da 
inicio con este primer destino de exilio a un periodo en el que ha de cambiar 
la vida que conocía por otra de modestia y, a veces, de miseria. 
Tras siete meses en Londres, volvió a Gibraltar a comienzos de 1825 por-
que su salud se resentía en el clima londinense (parece que la humedad de la 
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ciudad inglesa perjudicaba su salud pulmonar, mermada por sus heridas de 
guerra). Allí se casó con María de la Encarnación de Cueto —tendrá 9 hijos 
con ella—, hermana del marqués de Valmar, con la que ya se había compro-
metido por poderes y consiguió pasaporte para los Estados Pontificios, hacia 
donde partió en julio de 1825. Pero al llegar a Livorno, en la Toscana, se le 
negó el permiso para desembarcar. La presión del Gobierno de España le ce-
rró el paso drásticamente. 
Tras unos días de mal tiempo que tuvieron que pasar a bordo de una brick-
goleta inglesa por la estricta vigilancia de la policía, el cónsul inglés consiguió 
sitio a D. Ángel y su mujer en un bergantín maltés que salía hacia la isla. La 
idea inicial era que Malta fuese lugar de paso para su vuelta a Londres, pero 
ante la excelente acogida por parte de la sociedad maltesa, el reencuentro con 
amigos como Mr. Frere, antiguo embajador de Inglaterra en España, y gran 
conocedor de la literatura española y el agradable clima de la isla, decidieron 
quedarse a vivir allí. 
En Malta estuvieron cinco años, hasta marzo de 1830, y allí tuvieron tres 
hijos. Fue un período de relativa serenidad. Como caballero de Justicia de 
la Orden de San Juan, Ángel Saavedra recibió una acogida generosa en la 
isla y vivió con menos apuros que en Londres. Frecuentó la buena sociedad 
y se hizo amigo incluso del entonces gobernador, el general Ponsonby (Shaw 
[2019]). Parece que fue Frere quien le dio a conocer a Shakespeare, Byron y 
Walter Scott, y ejerció de guía y consejero poético (Pastor Díaz, 1841, p.44).
Al cabo, con la idea de estar más cerca de España, y ante las relativas fa-
cilidades del gobierno francés para que los emigrados españoles pudiesen 
instalarse allí, solicitó pasaporte y se lo concedieron4. Rivas y su familia se 
embarcaron para Marsella en marzo de 1830; cuando llegaron había caído el 
gobierno y las medidas respecto a los emigrados de nuevo se habían extrema-
do. El gobierno francés le obligó a residir en Orleans y hasta allí se trasladó 
con su familia. Su situación económica no había mejorado y tuvo que dar cla-
ses de pintura para sobrevivir. La Revolución de Julio trajo un gobierno libe-
ral que elevó al trono a Luis Felipe y el poeta pudo trasladarse a París, donde 
se encontró de nuevo con Alcalá Galiano y con Istúriz, con quienes reanudó 
4  Diversos son los motivos que se apuntan para que Rivas abandonase Malta, tenien-
do en cuenta que su estabilidad en la isla era considerable. Quizá Francia siempre estuvo 
entre sus destinos predilectos por cuestiones ideológicas o tal vez, se ha apuntado, la ma-
dre de D. Ángel presionaba desde España para que la familia se trasladase al país vecino y, 
así, poder visitar y conocer a sus primeras nietas (Boussagol, 2018). 
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el trato y los intercambios de opinión sobre política y arte. Pastor Díaz (1841) 
considera que la experiencia compartida de años de exilio en países diferentes 
de España había suavizado sus posiciones políticas, al menos en comparación 
con otros emigrados como Torrijos o Mina. Respecto a su actividad pictórica, 
da idea del prestigio alcanzado el hecho de que varios retratos suyos fuesen 
admitidos en la Exposición del Louvre de 1831. En 1832 estallaba una epide-
mia de cólera en París. Esto, sumado a la precariedad económica por la que 
pasa la familia en una ciudad como París —ya muy cara en comparación con 
otras en la década de los años veinte y treinta— hace que Alcalá y Saavedra 
decidieran trasladarse a Tours con sus respectivas familias. 
En Tours finalizó dos de sus obras más celebradas: El moro expósito, obra 
terminada de imprimir en París en 1833-34, y la primera versión de Don Ál-
varo, además de algunos Romances históricos.
Reinado de Isabel II. Vuelta a España y a los vaivenes de la política
Estando en Tours murió Fernando VII. El problema al que dio lugar la su-
cesión al trono es conocido: las pretensiones de D. Carlos frente a su sobrina 
Isabel arrastraron al país a una guerra civil, la guerra Carlista. La madre de 
Isabel —María Cristina—, Regente del reino, buscó el amparo de las fuerzas 
liberales para sostener a su hija. Entre otras medidas decretó la amnistía de 
muchos de los emigrados. Acogiéndose a ella, Ángel Saavedra pudo volver a 
España el 1 de enero de 1834 con 43 años y un largo exilio a sus espaldas. 
El 15 de mayo fallecía su hermano mayor de una neumonía aguda y Ángel 
Saavedra asumió el título de Duque de Rivas, Grande de España y miembro 
del Estamento de Próceres en las Cortes. El 9 de octubre de 1834 ingresó en 
la Real Academia Española, en 1835 se estrenó Don Álvaro y fue elegido pre-
sidente del nuevo Ateneo de Madrid. La vida había cambiado totalmente para 
el antiguo proscrito liberal, ahora duque, admirado poeta y autor dramático. 
Vuelto a la vida política como miembro del estamento de Próceres, las 
circunstancias lo situaron en un liberalismo moderado. Muchos de los emi-
grados volvieron a España reafirmándose en posturas extremas, con plantea-
mientos exaltados a los que el Duque de Rivas no se sumó. Por otra parte, no 
hay que perder de vista el éxito que tuvieron sus gestiones para recuperar la 
pensión vitalicia que había perdido en 1824. Gestiones por las que se interesó 
personalmente la Regente (Espino, 2011), lo que da idea de la ascendencia 
que alcanzó en la corte al poco de su llegada. Y que, lógicamente, le daría 
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otro motivo para suavizar su liberalismo de 1821. Quizá, las motivaciones 
económica y de estatus no expliquen por sí solas de manera satisfactoria la 
evolución de Rivas en sus posiciones políticas e ideológicas. Este cambio del 
liberalismo exaltado al conservador —que algunos autores tachan de contra-
dictorio— se explicaría, en buena medida, por el sesgo intelectual del roman-
ticismo español. Siguiendo a López Castro (2003), el movimiento romántico 
no transformó la realidad española desde sus planteamientos; más bien, ge-
neró en perfiles como el de Ángel Saavedra una desafección provocada por el 
desánimo que supuso la falta de congruencia entre sentimiento y realidad:
Esta falta de conexión entre sentimiento y realidad, signo de la angustia sufrida du-
rante su destierro, es lo que explica el abandono de su liberalismo juvenil y su evolución, 
tanto política como literaria, hacia una actitud más tradicionalista y conservadora. El paso 
de la exaltación juvenil a la madurez conservadora se debe, en gran medida, a la desilusión 
creada por la falta de realización de los ideales románticos durante el exilio. (López, 2003, 
p.113)
Es este mismo autor el que refuerza esta idea a través de lo que él conside-
ra “un claro ejemplo de transición de la exaltación al desengaño, de lo elegía-
co a lo satírico. Ante el desvanecimiento de sus ilusiones juveniles, se refugia 
en un patriotismo aristocratizante y tradicionalista” (López, 2003, p.99).
A partir de 1834, año en el que juró como prócer el 24 de julio, su partici-
pación en la vida política española sería casi permanente llevándole a ocupar 
algunos de los más altos cargos del Estado —prócer (1834-1836), secretario segundo 
y primero y vicepresidente del Estamento de Próceres (1834-1836), ministro de la Gober-
nación (1836), senador por Cádiz (1838) y Córdoba (1843-1844) y vitalicio (1845-1865), 
vicepresidente primero del Senado (1843-1844 y 1851), efímero presidente del Gobierno y 
ministro de Marina (1854), y presidente del Consejo de Estado (1863-1864)—, compagina-
da con su carrera diplomática —enviado extraordinario y ministro plenipotenciario en Ná-
poles (1844-1850) y embajador extraordinario en Francia (desde 1857)— y sus quehaceres 
intelectuales —además de continuar con la publicación de varias obras literarias, presidió 
el Ateneo de Madrid (1835), la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando (1854-
1865) y la Real Academia Española (1862- 1865)—, hasta su fallecimiento en Madrid el 22 
de junio de 1865. (Espino 2011, p.231)
Su amistad —personal, política y artística— con Alcalá Galiano e Istúriz, 
le inclinaron a aceptar el Estatuto Real de Martínez de la Rosa lo que le valió, 
junto con sus amigos, el enfrentamiento con los exaltados. La experiencia del 
exilio había atemperado sus ánimos y en los sucesivos gobiernos de Martínez 
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de la Rosa, del Conde de Toreno y de Mendizábal, mantuvieron una oposición 
moderada permitiendo la sostenibilidad de los distintos gabinetes. 
Las medidas de Mendizábal en medio de la guerra carlista —especialmente 
las relativas a la desamortización y los cambios en el ejército—, no cayeron bien 
entre los moderados del partido de Istúriz. Además, era escasa la consideración 
que Istúriz tenía por la capacidad de Mendizábal como estadista —indepen-
dientemente de la amistad personal que les unía desde 1820—. La Regente se 
hizo eco de las quejas y retiró la confianza a Mendizábal, dándole la Presidencia 
del Gobierno a Istúriz. Istúriz, a su vez, nombró a Rivas ministro del Interior 
a pesar de su resistencia (Gaceta de Madrid 15/05/1836). El gobierno no fue 
recibido con buenas formas ni en la calle ni en las Cortes —que seguían estando 
controladas por los progresistas—, a pesar de tratarse de un gobierno formado 
por prohombres del Trienio liberal5. Los malos augurios se confirmaron a los 
tres meses, cuando Istúriz disolvió las Cortes con la idea de conseguirse una 
mayoría en las nuevas elecciones. En el ínterin se produjo el motín de la Granja 
de San Ildefonso, Istúriz fue destituido, la Regente se vio obligada a restablecer 
la Constitución de 1812 y los hasta entonces miembros del gobierno tuvieron 
que esconderse y huir para ser reemplazados de nuevo (14 de agosto de 1836) 
por un gobierno liberal progresista presidido por José María Calatrava en el 
que Mendizábal sería ministro de Hacienda.
Este nuevo gobierno designaría a Quintana para presidir la Dirección Ge-
neral de Estudios (creada el 8 de octubre), cargo que ya había ocupado en 
1834. De nuevo se recurría a Quintana para formalizar la legislación educa-
tiva en España. Ante la urgencia que imponía la cercanía del comienzo de 
curso, Quintana optó por salir del paso mediante una Real Orden (R.O. de 
29/10/1836) en la que dejaba para los legisladores el desarrollo de leyes más 
complejas, mientras que él se centraba en lo que consideraba más urgente: 
poner en orden la implantación de un plan de estudios para los tres grados de 
enseñanza: primaria, secundaria y superior, pero especialmente, los ramos 
que él consideraba que necesitaban más pronta reforma, la enseñanza secun-
daria y la superior (Araque, 2012, p.417). 
5  El Duque de Rivas no buscaba el poder, prueba de ello es que intenta no asumir la 
responsabilidad que le requiere su amigo Galiano. A esto se une el hecho de que, efectiva-
mente, el nuevo gobierno no fue bien acogido. Cierta fama ha adquirido el hecho de que 
Rivas, tras un discurso encendido de Olózaba, se vio obligado a abandonar su banco junto 
con su amigo y ministro Galiano mientras exclamaba: “¿Es esto posible? Silbarme, ¡a mí! 
(Rico, 1861).
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De ahí que no sea aventurado sostener que la propuesta de Ángel Saavedra 
vaya a remolque y remede de alguna manera las propuestas de Quintana, sin 
embargo, el tinte moderado de su ley lo considera Puelles “la formulación 
más acabada del pensamiento liberal moderado en educación, cuerpo ideoló-
gico que, en definitiva, es el que triunfa y el que marca con su sello el nuevo 
sistema” (Puelles, 1988, p.418).
El Duque de Rivas se refugió en Gibraltar después de salir de España a tra-
vés de Portugal. Allí permaneció hasta que, con la promulgación de la Consti-
tución de 1837 y, tras jurar fidelidad a la nueva Carta ante el cónsul español, 
pudo volver a España y a la vida política como senador de Cádiz, trasladán-
dose después a Sevilla en agosto del año 37, donde vivió por algún tiempo, 
apartado de la política y dedicado a su familia y las letras6. Al abdicar la reina 
Regente en octubre de 1840, Rivas se retiró a Sevilla donde estuvo dedicado 
de nuevo a la literatura durante la regencia de Espartero. Esta etapa, alejado 
de la política, constituye un periodo muy enriquecedor a nivel personal y li-
terario. Rivas, hombre que cultiva la amistad en relajadas y amenas tertulias, 
diserta a menudo en esta época con Zorrilla, Campoamor o Rubí. 
Duque de Rivas diplomático
Con la caída de Espartero en 1843 y la proclamación de la mayoría de edad 
de la Reina Isabel, volvió a la palestra política. Fue nombrado alcalde de Ma-
drid, formó parte del gobierno provisional y, como vicepresidente del Senado, 
fue decidido partidario de declarar a la Reina mayor de edad. Tras nuevas 
elecciones, en las que salió senador de Córdoba y fue elegido vicepresidente 
de la Cámara, el gobierno de González Bravo le nombró ministro plenipo-
tenciario ante el rey de las Dos Sicilias, al que presentó sus credenciales en 
Nápoles el 11 de marzo de 1844.
Sus relaciones con Fernando II de Nápoles fueron excelentes, y enamora-
do del clima de Nápoles y de sus gentes, permaneció allí seis años que fueron 
de los más felices y tranquilos de su vida. Y de los más fecundos, pues además 
de una obra de carácter histórico Sublevación de Nápoles capitaneada por 
Masaniello, escribió otras obras poéticas. 
6  No ha de olvidarse que será en esta etapa en la que se produzca, quizá, el momento 
más dulce del Rivas literato. En 1834 se había publicado en París El Moro expósito y en 
1835 se estrena el drama Don Álvaro o la fuerza del sino, que no dejó indiferente ni a 
público ni a crítica. Podría afirmarse que, con estos dos hitos literarios, el romanticismo 
literario está ya plenamente implantado en España. 
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La agitación revolucionaria que sacudió Europa en 1848, dio comienzo en 
la Italia a los movimientos que acabarían dando lugar a la Unificación italiana 
en pocos lustros. La intransigencia del rey a conceder reformas dio lugar a 
sangrientos encuentros con los revolucionarios, aunque los atinados consejos 
del embajador de España consiguieron algunas concesiones del rey. También 
el Papa hubo de huir de sus Estados, y Rivas gestionó el envío de una expe-
dición española al mando del general Fernández de Córdoba. Recompensa 
de sus afortunadas gestiones fueron la cruz de la Orden de Pío X y ser con-
decorado por Fernando II. Pero como el monarca napolitano proyectaba el 
matrimonio de la infanta Carolina con el conde de Montemolín, pretendiente 
carlista al trono de España, motivo por el que el Duque y el resto de la emba-
jada española abandonaron Nápoles el 10 de julio de 1850.
Al volver a España se reintrodujo en la vida intelectual madrileña orga-
nizando tertulias literarias en su casa. Además de reunir a primeras figuras 
de las artes y las letras españolas, estas reuniones cuentan con extranjeros 
ilustres como Merimée, o destacadas damas de lo más granado de la alta so-
ciedad española como la condesa de Montijo. Poco después de su regreso fue 
nombrado académico de la Historia.
A partir de 1853 el descontento hacia la Reina y su círculo más próximo se 
extiende y  acaba estallando en el pronunciamiento del Campo de Guardias 
(la conspiración de O’Donnell) en Vicálvaro. El Duque se vio involucrado en 
los primeros momentos de la “Vicalvarada” del lado de los moderados, pero 
al girar el movimiento hacia posturas progresistas, tuvo que refugiarse en la 
embajada de Francia. 
Más adelante, con el gobierno moderado de Narváez de 1857 fue nombra-
do embajador en París en donde coincidió con Napoleón III y la emperatriz 
Eugenia, pero a la vuelta de O’Donnell a la presidencia del gobierno dimitió y 
volvió a España. En 1862 fue elegido director de la Real Academia de la Len-
gua, pero llevaba enfermo desde 1859 y no pudo desarrollar mucha actividad. 
Falleció en Madrid el 22 de junio de 1865.
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El Plan del Duque de Rivas en
el recorrido de la legislación educativa liberal
Quintana, referencia obligada en los orígenes del pensamiento educativo 
liberal  
Es preciso no perder de vista que tanto la génesis como la plasmación por 
escrito del Plan del Duque de Rivas no son elementos aislados en los plantea-
mientos educativos liberales del XIX español. Se trata de un hito más en la 
cristalización del modelo de Instrucción Pública que sustituirá al del Antiguo 
Régimen (Viñao, 2018). Conviene, al mismo tiempo, justipreciar los nombres 
de quienes estuvieron en el origen de la preocupación “eficaz” por la educa-
ción, por buscar un orden legislativo en el que enmarcar el hecho educativo. 
Viñao (2018) lo expone así: 
Los liberales habían aprendido, tras la breve experiencia gaditana y del trienio consti-
tucional, que el establecimiento de un sistema educativo acorde con su ideología e intere-
ses exigía no solo abandonar algunos de los principios de la utopía gaditana y establecer 
una administración educativa central y periférica dependiente del gobierno, sino también 
utilizar con tal fin parte de los bienes y rentas procedentes de la desamortización eclesiás-
tica, es decir, el debilitamiento social, político, económico y educativo de la Iglesia católica. 
(Viñao, 2108, p.133) 
La idea originaria del papel educativo del Estado nace en nuestro país con 
la constitución de Cádiz. Los avatares legislativos que se suceden en relación 
a esa idea durante el siglo XIX tienen como punto de partida su título IX —
compuesto de 5 artículos del 366 al 371— dedicado a la Instrucción Pública. 
“El título IX de la Constitución de Cádiz fue, sin duda, la hoja de ruta para 
el liberalismo español, tanto en esta primera fase como en la segunda, la del 
Trienio constitucional” (Puelles, 2013, p.27). En él se establecía que la ins-
trucción primaria sería universal, que en cada pueblo se crearían escuelas de 
primeras letras, que el control de la educación —planes, estatutos— se haría 
desde las Cortes y se hablaba, finalmente, de crear una Dirección General de 
Estudios que centralizaría la administración del sistema. Las bases ideoló-
gicas que sustentaban esas propuestas pivotaban sobre una combinación de 
ideas ilustradas y liberales expresadas por Argüelles en su Discurso prelimi-
nar a la Constitución:
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El estado necesita de ciudadanos que ilustren a la Nación y promuevan su felicidad 
con todo género de luces y conocimientos. Así uno de los primeros cuidados que deben 
ocupar a los representantes de un pueblo grande y generoso es la educación pública. (De 
Argüelles, 2011, p.125)
Al mismo tiempo, el desarrollo de tales ideas, que se había presentado en el 
Informe Quintana y en el Dictamen sobre el Proyecto de Decreto de Arreglo 
General de la Enseñanza Pública, adolecía de poco contacto con la realidad 
que se pretendía reformar o “arreglar”, pues ambos documentos reconocían 
que se carecía de datos sobre la situación de la educación en aquel momento 
(Viñao, 1994). No obstante, el propio Viñao añade que tales documentos:
constituyen la primera expresión teórica (que no legal ni práctica) de la ideología libe-
ral en materia educativa, así como el primer intento de organizar un sistema educativo de 
nueva planta. Su carácter teórico, a veces irreal, no resta valor a ambos textos. Les confiere, 
al contrario, carácter de paradigmas de dicha ideología. Todas las grandes cuestiones de-
batidas posteriormente (libertad de enseñanza, gratuidad, centralización y uniformidad, 
entre otras) están allí ya tratadas. (Viñao, 1994, p.47)
El regreso de Fernando VII el sexenio absolutista primero, y en la década 
ominosa después, aplazaron la puesta en marcha de los principios del “es-
píritu doceañista” y, cuando pudo haberse puesto en marcha —salvando el 
Trienio Liberal— el planteamiento liberal exaltado se vería frustrado por la 
llegada al poder de los liberales moderados en diferentes momentos del rei-
nado de Isabel II (Puelles, 2013) y sus correspondientes medidas legislativas. 
Los moderados abandonarán la idea de gratuidad de la enseñanza en todos 
los niveles —solo la mantendrán para instrucción primaria—, trasvasarán las 
competencias en educación de las Cortes al gobierno, y el sistema educativo 
se hará decididamente estatal, centralizado y uniforme (Puelles, 2013), de 
alguna manera, las distintas reglamentaciones irían recogiendo lo que la ex-
posición de motivos del Plan de Rivas acabaría explicitando.
El artífice del planteamiento educativo originario de la ideología liberal 
fue Manuel José Quintana (Peset y Peset, 1974; Ruiz Berrio, 1988; Viñao, 
1994; Real, 2013; Araque, 2013) que, tras beber en fuentes ilustradas y en 
Condorcet, le dio el enfoque del liberalismo exaltado.
En todos los documentos en los que participa Quintana (el Informe de 1813, el Dicta-
men y proyecto de 1814, el Reglamento de 1821 y el documento de arreglo provisional de 
1836, entre otros) queda patente que fue uno de los representantes del pensamiento laicis-
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ta y enciclopédico en la España de comienzos del siglo XIX. Todas las grandes cuestiones 
que se debatirían después en España (libertad de enseñanza, gratuidad, centralización, 
uniformidad, entre otras) estaban tratadas en el Informe y posterior dictamen y proyecto 
de 1813 y 1814, respectivamente. Estos documentos educativos influyeron en el Trienio 
Liberal, concretamente en el Reglamento de Instrucción Pública de 1821; y en las reformas 
educativas progresistas de 1836 que, entre otras cosas, dieron lugar a la creación de la 
Universidad Central y de la Dirección General de Estudios. (Araque, 2013, p.35)
A pesar de lo lineal y uniforme que pueda parecer el recorrido de las ideas 
de Quintana, no estuvo exento de suspensiones, retrasos e inmovilizaciones. 
Aún así, buena parte de sus ideas fondearon en lo profundo de la legislación 
educativa liberal.
El primer paréntesis en el desarrollo de la legislación educativa liberal 
tuvo lugar a la vuelta de Fernando VII en 1814 con la anulación de las refor-
mas de la constitución de Cádiz. 
El Trienio Liberal elaboró un Reglamento General de la Instrucción Pú-
blica (1821) que retomaba, con ligeros retoques, el proyecto esbozado en Cá-
diz seis años antes. Para Ávila, una de las grandes virtudes del Reglamento 
era “el establecimiento de un sistema articulado en tres grados de enseñan-
za que se presuponen entre sí” (Ávila, 1989, p.216). Además, se regulaba la 
enseñanza pública y privada y se proclamaba la gratuidad de la enseñanza 
pública a todos los niveles. Pero no se especificaba cómo se llevaría a cabo la 
financiación del sistema, lo cual no dejaba de ser una incongruencia a la vista 
de la casi inexistente red de escuelas públicas. También se creaba la Dirección 
General de Instrucción Pública como órgano superior del Estado en los temas 
de Instrucción Pública.
En 1823 el absolutismo retornaba a España de la mano de los Cien Mil Hi-
jos de San Luis. Inmediatamente se derogaría el Reglamento de 1821 y, bajo la 
dirección de Calomarde, a lo largo de los años siguientes, se articularían diver-
sas reformas educativas. Se dio forma a la inspección educativa, se reguló la 
forma de llevar a cabo la dirección de las escuelas y se centralizaron las univer-
sidades. A pesar de lo que podía parecer, de alguna manera “seguía la política 
iniciada por los liberales de nacionalización y centralización de la enseñanza” 
(Álvarez Morales, 1975). La influencia de las ideas de Quintana había calado y 
se dejó notar especialmente en el Plan y Reglamento de Escuelas de Primeras 
Letras del Reino de 1825 (Puelles, 1988; Ávila, 1989; Real, 2013).
Cuando en 1833 Isabel II llega al trono, el liberalismo inicia su asalto defi-
nitivo al poder. Vuelven a España políticos, intelectuales y artistas para quie-
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nes el exilio había supuesto no solo un periodo de reflexión, sino también de 
aprendizaje y conocimiento de otros sistemas políticos, modos de vida… y 
políticas educativas. Y esos recién retornados fueron quienes empezarían a 
ocupar puestos relevantes en el gobierno del Estado.
Sin embargo, hubo que empezar por atender al desafío de una nueva gue-
rra. Y la respuesta a las necesidades que impuso la guerra Carlista enseguida 
generó controversias políticas e ideológicas entre los mismos liberales: cómo 
había de afrontarse, con qué prioridades y con qué medios; la incertidum-
bre y las discrepancias endurecieron la relación entre los liberales —mode-
rados frente a progresistas— y acabaron relegando a un segundo plano los 
asuntos relativos a la instrucción pública. No obstante, pudieron acometerse 
algunas medidas: reapertura de las universidades y creación del ministerio 
de Fomento que asumiría las competencias de Instrucción Pública. Los traba-
jos de puesta al día de la reglamentación en materia de instrucción primaria 
habían comenzado con la creación de una comisión que iría preparando las 
correspondientes reformas. Y las medidas que se fueron tomando tuvieron 
la rúbrica de Quintana, que seguía en primera línea de la actividad política y 
literaria y a quien se encargó en 1834 la presidencia de la restablecida Direc-
ción General de Instrucción Pública. 
Otros protagonistas de las directivas legislativas liberales
Junto a Quintana es preciso anotar la presencia habitual de varios intelec-
tuales, políticos y “técnicos” en diferentes Comisiones, Direcciones Generales 
o Ministerios que intervinieron dando forma legislativa al pensamiento libe-
ral de las diversas reglamentaciones e instrucciones de aquellos años. Entre 
quienes estudiaron, analizaron, discutieron y propusieron las medidas que se 
fueron tomando a lo largo de aquellos años cabe destacar a Pablo Montesino, 
Javier de Quinto y, más adelante, a Gil de Zárate.
Pablo Montesino, conocido sobre todo por sus aportaciones en el campo 
de la pedagogía, fruto del estudio de los principales movimientos pedagógicos 
europeos de la época y de su propia experiencia, contribuyó a las diferentes 
propuestas educativas que se concretaron en aquellos años desde diversos 
puestos de la administración educativa de la época hasta su muerte en 1849 
(Ávila, 1989): en 1834 fue nombrado miembro de la Comisión de Instrucción 
Primaria, desde donde pasó a ser vocal de la Dirección General de Estudios 
en 1836, ese mismo año había escrito un pequeño libro en el que exponía 
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algunas de sus ideas apoyándose en los sistemas educativos europeos: Lige-
ros apuntes y observaciones sobre la instrucción secundaria o media y la 
superior o de Universidad (Montesino, 1836); los años siguientes desempe-
ñó diferentes cargos públicos que le permitieron participar en las principales 
disposiciones educativas hasta el plan Pidal de 1845. 
Entre sus muchas actividades cabe destacar la dirección del Boletín Oficial 
de Instrucción Pública desde su origen, a comienzos de 1841, hasta 1844 en 
que Javier de Quinto tomaría la dirección, aunque él seguiría colaborando 
(Sureda, 1983). A lo largo de las páginas del boletín se irían reflejando sus 
ideas liberales. Aunque trate en muchas ocasiones de aspectos puramente pe-
dagógicos o referidos a la formación de maestros, aparecen también las ideas 
—en cierto sentido representativas— del pensamiento liberal en cuestiones 
relativas al ordenamiento administrativo de la educación. Como miembro del 
Consejo de Instrucción Pública, participó en 1844 en la elaboración del Pro-
yecto de arreglo de la enseñanza intermedia o secundaria y formó parte en 
1847 de la “Comisión especial” encargada de revisar el Plan Pidal de 17 de 
septiembre de 1845.
Javier de Quinto —otro de los protagonistas de ese cambio legislativo— 
ocupó en aquella época altos cargos en los principales organismos educa-
tivos: fue secretario de la Dirección General de Estudios siendo Quintana 
presidente y después fue miembro del Consejo de Instrucción Pública. Con 
Montesino se ocupó del Boletín Oficial de Instrucción Pública y le sustituyó 
después como director. En 1841 escribió en el Boletín un Bosquejo crítico del 
estado actual de la instrucción pública en España (de Quinto, 1841). En él 
consideraba que la idea de fondo que había sustentado todas las medidas que 
se tomaron en aquellos años había sido:
la de dar mayor ensanche a las enseñanzas, aumentando los estudios útiles al pueblo, y 
protegiendo con perseverancia y celo las cátedras que así en el orden político como por su 
aplicación a las artes corresponden más directamente a las necesidades de una generación 
ilustrada y laboriosa. (de Quinto, 1841, p.18)
Nos encontramos, por tanto, ante una mentalidad liberal moderada presi-
diendo los trabajos de la Dirección General. Mentalidad que se verá refrenda-
da —alejándose de esa manera de los planteamientos utópicos del liberalismo 
exaltado— por la consideración que hará páginas después:
En todos los trabajos, así del poder legislativo como del Gobierno y sus agentes, han 
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presidido dos principios igualmente luminosos uno y otro: el de autorizar la libertad de 
la enseñanza, y el de proporcionarla gratuitamente a todas las clases menesterosas de la 
sociedad. (de Quinto, 1841, p.22)
A medida que de Quinto analiza la situación educativa de aquellos años 
y las medidas que se fueron tomando, no distingue entre los distintos go-
biernos; habla, en general, de la acción de gobierno, independientemente de 
quien fuese el que lo ostentase en cada momento, lo que sí se advierte es que 
el hilo conductor de todo ese quehacer es el equipo dirigido por Quintana.
El momento político del Plan de Rivas
Ya se ha comentado cómo la llegada al poder de los liberales moderados se 
produjo en plena crisis de gestión de la guerra Carlista. Istúriz se hizo con el 
poder desbancando un gobierno liberal exaltado presidido por Álvarez Men-
dizábal. En pocos años se habían sucedido una serie de gobiernos liberales 
comandados por antiguos liberales, protagonistas de las cortes de Cádiz y 
especialmente del Trienio Liberal, que habían regresado de exilios a veces 
complicados. Sin embargo, entre ellos no había unidad en lo que se refería a 
la práctica política. En poco tiempo se produjo una división —moderados y 
progresistas— fruto más de la dialéctica propia de la lucha por el poder que 
por diferencias ideológicas de fondo. 
En ese ambiente hay que situar la llegada al poder de Istúriz acompañado 
por Alcalá Galiano, apoyados ambos por acreditados liberales como Flores 
Calderón, el Duque de Rivas, Donadío o Valera. No pretendían tanto la impo-
sición de sus ideas como la llegada a buen puerto de un régimen parlamenta-
rio liberal. Sin embargo, el intento no fue más que uno de los bandazos que 
iba dando el nuevo régimen en busca de su asentamiento, aunque —todo hay 
que decirlo— en medio de episodios de violentas y a veces trágicas luchas. 
Hay quien considera que fue precisamente en la pugna entre Mendizábal e 
Istúriz —y la correspondiente crisis de gobierno— donde está el germen de 
los dos partidos liberales (moderados y progresistas) que regirán la política 
española durante los lustros siguientes (Marichal, 1980).  
En ese contexto resulta relevante el logro de una transición pacífica me-
diante unas propuestas políticas realistas, tras un largo periodo autoritario y 
en medio de una guerra civil. Para Marichal tuvo una fundamentación clara: 
La madurez y sensatez del parlamento se debió en buena medida al ejemplo y la direc-
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ción de los experimentados liberales que habían regresado del exilio y que sabían enfren-
tar las situaciones más difíciles con calma. (Marichal, 1980, p.94)
En cuanto a los fundamentos “ideológicos” de su propuesta educativa, que 
aparecen reseñados en el preámbulo del Plan, cabría destacar algunos en los 
que se aleja de los planteamientos progresistas:
¿Cuál es la obligación del Gobierno en materia de instrucción pública? De antiguo se 
creyó ser exclusiva atribución suya el dirigir la educación de la juventud, perteneciendo 
por lo tanto a la administración el cuidado de la enseñanza. Adoptado este principio en 
toda su latitud, me parece peligroso y de consecuencias funestas. (Gaceta de Madrid, 1836) 
Rasgos más significativos del Plan Rivas 
En su día, el informe Quintana había apuntado ideas como que la instruc-
ción debía ser igual para todos y lo más completa posible, pública y gratuita, 
y también debía ser libre: 
Otro, en fin, de los atributos generales que deben acompañar a la instrucción es el de 
la libertad, porque no basta que el Estado proporcione á los ciudadanos escuelas en que 
adquieran los conocimientos que los han de habilitar para llenar las atenciones de la pro-
fesión á que se dediquen, es preciso que tenga cada uno el arbitrio de buscarlos en donde, 
como y con quien le sea más fácil y agradable su adquisición. (Quintana 1813; citado por 
Araque, 2013, p.186) 
El Duque de Rivas asumirá también la libertad de enseñanza, aunque 
planteada de la siguiente manera: 
Para alcanzar estos fines es fuerza que la educación quede emancipada: en una palabra, 
es fuerza proclamar la libertad de la enseñanza. 
¿Se seguirá de aquí que debe el Estado abandonarla, dejándola entregada a los 
esfuerzos particulares, sin cuidar de que existan establecimientos públicos al cargo y bajo 
la dirección del Gobierno? Otro error sería este tan perjudicial como el primero. (Gaceta 
de Madrid, 1836)
Además, considera que el control global del gobierno acaba mermando la 
libertad, lo que no significaba que hubiese que dejar la educación en manos de 
la iniciativa privada. Por otra parte, piensa que la enseñanza privada debería 
dedicarse a “aquellas ciencias que, menos elevadas, son de una comprensión 
menos difícil y de un uso más general”. En todo caso, acaba concluyendo que 
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es preciso que se hermanen la instrucción pública y la instrucción privada, 
que se necesitan una a otra.
El Plan del Duque de Rivas parte de la división ya aceptada por todos de 
instrucción primaria (elemental y superior), secundaria (elemental y supe-
rior), y superior (escuelas especiales y facultades), aunque solo considerará 
gratuita la enseñanza primaria, manifestación de retroceso en lo que se refe-
ría a la orientación democrática que habían tenido inicialmente los liberales, 
por otra parte, la influencia francesa seguía notándose en el afán centraliza-
dor y de control administrativo de cualquiera que fuese la actividad académi-
ca (Álvarez de Morales, 1975).
Por lo que se refiere a la enseñanza primaria, considera que debe ser gra-
tuita para que pueda generalizarse y establece también que tendría que ha-
ber escuelas elementales en todas las poblaciones que tuviesen cien vecinos 
y escuelas primarias superiores en las poblaciones con más de mil doscientos 
vecinos. También tendría que haber una escuela normal en cada provincia 
que formase a los maestros. 
Fruto de esos planteamientos realistas es el diseño financiero de la ley: los 
ayuntamientos pagarían sus escuelas, las provincias los institutos y la ense-
ñanza superior iría a cargo del presupuesto general del Estado.
Aunque el Plan del Duque de Rivas se sostiene en buena medida en los 
planteamientos ideológicos de Quintana —en definitiva, era él quien había 
llevado el timón de las reformas educativas desde el inicio del reinado de Isa-
bel II—, algunas medidas irán en direcciones diferentes. A la hora de con-
cretar las soluciones “administrativas y financieras” se decidió que debía ser 
el gobierno quien llevase la política y gestión del sistema educativo y no las 
Cortes, como había propuesto Quintana. Además, la gratuidad ya no se ex-
tendería a toda la enseñanza sino solo a la primaria. Por una parte, porque se 
consideraba que la gratuidad nunca había conseguido lo que se esperaba de 
ella —que acabase con la ignorancia—, y por otra parte porque ha sido mucho 
el dinero invertido y desaprovechado. De ahí que considere que la gratuidad 
no haya de ser total: 
Conviene, pues, restringir el principio de la enseñanza gratuita. El bien de la sociedad, 
el progreso de las mismas ciencias lo reclaman. Pero ¿qué regla habrá de seguirse en esto? 
Hela aquí. La obligación del Gobierno crece: 1.° a medida que la instrucción ha de abarcar 
mayor número de individuos; y 2.º conforme en estos escasean los medios de adquirir-
la. Por el contrario, la misma obligación disminuye al paso que siendo menos los que se 
dedican a determinadas ciencias, conviene dejar su estudio únicamente a los que tienen 
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medios para costearlo. Esta obligación del Gobierno es como una pirámide, que, empe-
zando en una ancha base, formada por los menesterosos, disminuye a proporción que va 
aumentando su altura, y creciendo la riqueza de los particulares. (Gaceta de Madrid, 1836)
Probablemente los veteranos liberales exaltados habían cedido al realismo 
ante la evidencia de la pobre situación de la educación española. Los estragos 
de la guerra de la Independencia y después de la guerra Carlista, habían echa-
do por los suelos los diferentes intentos de levantar una estructura educativa 
(administración, centros, maestros) solvente; la escolarización de la primera 
enseñanza —entre los 6 y los 13 años— en aquella época no llegó a sobrepasar 
el 24% en ningún momento (Guereña, Ruiz Berrio y Tiana, 1994). 
Además, se advierte en el Plan de Rivas un sentido práctico en la urgencia 
que tiene el gobierno por ponerlo en marcha, no tanto por la situación general 
de falta de cultura del país, sino por la necesidad de que se pusiese en marcha 
a comienzos del curso siguiente (aspecto que no llegaría a cumplirse pues el 
gabinete no duró hasta el comienzo de curso).
En cuanto al papel —personal— de Ángel Saavedra en la elaboración del 
plan educativo, conviene recordar que ya había tenido contacto con Quin-
tana en los tiempos de las Cortes de Cádiz —la época en que éste elaboró su 
informe—, pero también en las Cortes del Trienio Liberal donde volvieron a 
aprovecharse las ideas de Quintana en el plan de Instrucción Pública. Por otra 
parte, hay que anotar que en la elaboración del preámbulo del Plan participa-
ron Gil de Zárate, junto a Cristóbal Bordiú y Vicente Vázquez-Queipo (Gil de 
Zárate, 1995, p.107).
La proyección del Plan de Rivas en la reglamentación posterior
El Plan del Duque de Rivas no pasará de la promulgación, pero tanto sus 
contemporáneos (de Quinto, Gil de Zárate, Alcalá Galiano, Pidal), como los 
estudiosos de historia de la educación española (Puelles, Ruiz Berrio, Viñao, 
Álvarez de Morales) consideran que constituyó uno de los hitos que conformó 
el nacimiento del sistema educativo español moderno.
El paso de una concepción nacional a otra estatal del sistema educativo, y el gradual 
abandono de los principios en este campo del primer liberalismo, se iniciaría con el Plan 
1836 y culminaría, en su versión moderada, con la Ley de Instrucción Pública de 1857 que, 
contra lo que en ocasiones se afirma, no supuso innovación alguna ni tuvo los efectos tau-
matúrgicos que se le suponen. (Viñao, 2018, p.133)
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La vuelta a la constitución de 1812 tras la Vicalvarada y después la consti-
tución de 1837 establecían que la competencia educativa correspondía a las 
Cortes. Se le sustraía al gobierno la iniciativa por lo que se derogó el plan de 
Rivas. Hasta 1857 no se logrará la promulgación de una ley educativa general, 
pero los reglamentos, órdenes y decretos de los años siguientes se pueden 
computar como hitos que reafirman la necesidad de una regulación progresi-
va de la Instrucción Pública (Real, 2012).
Cuando en 1838 los moderados llegan de nuevo al poder, vuelven a inten-
tar sacar adelante un proyecto de ley que sentará las bases del edificio de la 
enseñanza liberal. Se remitieron a las Cortes dos proyectos de ley distintos, 
uno dedicado a la enseñanza primaria, que logró su aprobación en 1838 y 
otro relativo a la enseñanza secundaria y superior, sobre las bases del plan del 
Duque de Rivas, que no prosperó: la discusión entre las diversas tendencias 
liberales en el Congreso y en el Senado en torno al centralismo y estatalismo 
que propugnaba el proyecto acabó con su retirada por parte del propio minis-
tro (de Quinto, 1841; Álvarez de Morales, 1975). 
De Quinto, además señala que el proyecto extendía el principio de liber-
tad de enseñanza a la enseñanza intermedia (Real Orden de 12 de agosto de 
1838), pero —se quejaba de Quinto—, no se había tenido en cuenta a la Di-
rección general de Estudios y se había decidido poner en marcha la iniciativa 
sin que se tomasen las más mínimas precauciones, por lo que empezaron a 
florecer colegios particulares sin el nivel adecuado, a manos de gente sin los 
debidos títulos, por lo que dos años después se le encargó a la Dirección Ge-
neral de Estudios que pusiese orden en el desbarajuste (de Quinto, 1841). 
Volviendo a la ley de Instrucción Primaria aprobada —ley de 21 de julio de 
1838—: 
reproduce, a veces literalmente (…) las grandes líneas y contenidos del Plan del Duque 
de Rivas de 1836 sobre la enseñanza primaria. Este plan provisional de claro entronque, 
como ya hemos dicho, con el del Duque de Rivas, estuvo durante casi veinte años y fue en 
gran parte asumido por la Ley Moyano. (Ávila, 1989, p.222)
Cabe destacar que el reglamento que se elaboró para poner en marcha esa 
ley —también conocido como Reglamento Montesino— tiene especial interés 
por su contenido pedagógico, y porque no se llegó a publicar otro reglamento 
general de escuelas hasta 1967, más de un siglo después (Ávila, 1898).
Volviendo al Plan del Duque de Rivas, sus grandes líneas maestras serían 
incorporadas tanto por el Plan Pidal de 1845 como por la ley Moyano de 1857. 
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En 1841 los progresistas intentaron un proyecto de ley de bases para la ense-
ñanza media y superior —proyecto de Infante—, pero las Cortes no llegaron a 
discutir el proyecto. Justo cuando Infante, el ministro de Gobernación, pre-
sentaba el proyecto, cayó el gobierno (Álvarez de Morales, 1972, p.142).
El plan Pidal sí que consiguió llegar a puerto. Tras la Regencia de Espar-
tero, con el gobierno moderado presidido por González Bravo, se le encargó 
al Consejo de Instrucción Pública (sustituto de la Dirección General de Es-
tudios) la elaboración de un proyecto general que regulara las enseñanzas 
secundaria y superior. 
Aunque fue bajo la dirección del Ministerio de Gobernación Pedro José Pi-
dal cuando se aprobó el 17 de septiembre de 1845 el Plan General de Estudios, 
el autor efectivo del plan Pidal fue Antonio Gil de Zárate. Que consideró como 
bases de la reforma la secularización, la libertad de enseñanza, la gratuidad y 
la centralización administrativa y educativa (Gil de Zárate, 1995, p.150-198). 
En lo relativo a la libertad de enseñanza reconoce la influencia directa que 
tuvo en sus planteamientos el plan del Duque de Rivas (Gil de Zárate, 1995, 
p.152-155), a lo que añadía prácticamente las mismas consideraciones que 
había hecho de Quinto sobre la Real Orden de 12 de agosto de 1838, de ahí 
que justificase las condiciones que se establecieron para la creación de cole-
gios privados. 
En cuanto a la gratuidad de la enseñanza, los principios venían a ser los 
mismos que sustentaban el plan Rivas: 
En instrucción primaria, enseñanza gratuita para todo menesteroso, pero no más que 
para los menesterosos; y aun siendo posible en éstos, el pago de una pequeñísima retri-
bución a fin de interesarlos en asistir a la escuela. En instrucción secundaria, matrículas 
que estén al alcance de las fortunas medianas, pero que no liberten al gobierno de la obli-
gación de costear la mayor parte de la enseñanza. En las carreras cuyo título habilita para 
una profesión, poner todos los obstáculos de dinero, tiempo y estudios, con el objeto de 
impedir que en ellas ingrese un número de individuos superior al que necesita la sociedad 
[…] En las profesiones industriales, a cuyos estudios, por ser nuevos y de suma utilidad, 
conviene atraer a mucha gente, enseñanza completamente gratuita. (Gil de Zárate, 1995, 
p.169-170) 
En 1847 y 1850 los gobiernos moderados elaboraron sendos planes que 
básicamente eran reformas del Plan Pidal. Cuando en 1854 vuelven los pro-
gresistas al poder, se elabora el Proyecto de Ley de Instrucción Pública del 
Ministro Alonso Martínez. El proyecto no llegaría a ser discutido, pero buena 
parte de articulado pasó a la Ley Moyano (Ávila, 1989; Puelles, 2013).
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Por fin, en 1857 se consiguió promulgar una ley educativa general. Moyano 
—antiguo catedrático y rector de las Universidades de Valladolid y Madrid— 
prefirió elaborar una ley de bases para evitar discusiones extenuantes en los 
debates parlamentarios y proporcionar un fundamento adecuado sobre el que 
el gobierno pudiese elaborar diferentes leyes educativas. Es decir, el objetivo 
era conseguir estabilidad en el espacio educativo y, como anota Puelles, lograr 
la “consagración de un sistema” (Puelles, 1985, p.36). De una manera u otra se 
podría considerar, por otra parte, que la ley reunía lo que habían barajado los 
diferentes proyectos anteriores, empezando por el Reglamento de 1821:
El Proyecto de Ley que se basaba en el plan de 1845, no era más que una transcripción 
del Plan del Duque de Rivas de 1836, y el proyecto de ley presentado por el Marqués de 
Someruelos en 1838; así lo declaraba Alejandro Oliván, miembro de la comisión que dic-
taminó el proyecto. (Ávila, 1989, p.226)
En síntesis, los principales rasgos de la ley Moyano fueron los siguientes: 
La enseñanza se organiza en los tres grados que había entonces, y se regu-
laba estrictamente cada nivel académico:
La instrucción primaria se divide en elemental y superior, se define como 
obligatoria para todos los españoles de 6 a 9 años y se establece que sea gra-
tuita solo para quienes no puedan pagársela. El gobierno se ocuparía de pu-
blicar los programas generales de las asignaturas y las listas de libros de texto 
que podrían utilizar los profesores. En cuanto a la financiación de las escue-
las, selección de maestros y regulación de las escuelas normales sigue los cri-
terios del Plan Rivas. 
En cuanto a la enseñanza media, adquiere personalidad propia y se des-
vincula de su orientación hacia la Universidad. Se establece la división en 
estudios generales y de aplicación y se lleva a cabo la implantación definitiva 
de los Institutos, su funcionamiento y su dependencia de los presupuestos 
provinciales. 
En cuanto a la enseñanza universitaria se regula distinguiendo estudios 
de Facultad, enseñanzas técnicas y enseñanzas profesionales, reafirmando el 
principio del Plan Pidal de que sólo los estudios realizados en los estableci-
mientos públicos tendrían validez académica.
La ley Moyano duró más de un siglo. Sobre ella se fueron proponiendo 
sucesivas leyes, reformas y reglamentos que la amplificaron, pero sin dejar 
de tenerla como referencia. Y en sus entrañas, como hemos visto, se podían 
encontrar las trazas del Plan del Duque de Rivas.  
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Gaceta de Madrid, Suplemento, 9 de agosto de 1836
Exposición a S. M. la Reina Gobernadora.
SEÑORA:
Entre los graves perjuicios que las dificultades de la época ocasionan al 
mejor servicio de V. M., ninguno es mayor ni más sensible por la trascenden-
cia de sus resultados, que el atraso en que se encuentra la instrucción públi-
ca en España. El arreglo de este ramo importantísimo de la administración, 
para que guarde armonía con los progresos de la civilización europea, es una 
necesidad tan generalmente reconocida, que no hay un solo amante de su pa-
tria que deje de clamar por él; e inútil sería tratar ahora de persuadirlo a una 
Reina cuyo primer paso en su glorioso Gobierno fue mandar abrir las univer-
sidades que una política suspicaz y tenebrosa tenía cerradas con mengua de 
la ilustración del siglo. V. M. en aquella solemne ocasión enunció una verdad 
amarga, pero provechosa, grabada desde entonces en el corazón de todos los 
buenos españoles; a saber: que la ignorancia era el origen y la causa princi-
pal de nuestros males; y con tan notables palabras probó al mundo que lejos 
de temer las luces, mira en ellas, no solo el vehículo poderoso que conduce a 
la prosperidad de las naciones, sino también el apoyo más firme del trono, su 
más seguro amparo contra los embates de sus enemigos.
Pero si en todos tiempos es preciso atender a tan interesante objeto, ahora 
te hace mayor entre nosotros esta necesidad, por cuanto hemos entrado en un 
régimen de libertad. Los progresos políticos están íntimamente relacionados 
con los progresos de la ilustración. En vano pretenderemos ser libres si no 
somos instruidos; y es bien cierto, Señora, que las instituciones políticas fun-
dadas en la razón y los más sanos principios, no lograrán jamás consolidarse, 
a no preceder es aquella suma de instrucción necesaria para comprender su 
justicia y conveniencia. Los Gobiernos absolutos, que pretenden ser la única 
inteligencia de la sociedad, se avienen muy bien con que carezcan de ella los 
pueblos; mas los Gobiernos representativos, cuyo fin es poner en acción la 
inteligencia de la sociedad entera, tienen el mayor interés en que aquella sea 
la más perfecta posible, porque solo así logran evitar el escollo de peligrosas 
teorías y de principios subversivos.
Ningún Gobierno, sin embargo, cualquiera que haya sido su forma, ha de-
jado de conocer la inmensa importancia de la instrucción pública; y por lo 
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mismo todos han procurado apoderarse de ella; mas cada cual con diferente 
mira. En España, por cierto, no puede decirse que se hayan escaseado los 
establecimientos de enseñanza. Nación ninguna los ha tenido tantos y tan 
proficuamente dotados, ora por la munificencia de sus Príncipes, ora por el 
buen deseo de corporaciones y particulares; pero ha consistido el mal en la 
dirección desacertada que se ha dado a los estudios; en el abandono a que han 
sido condenados los de utilidad más general e inmediata; y en que aquellos 
mismos que merecían una protección exclusiva, han sido contaminados con 
necias preocupaciones, yaciendo abrumados bajo el peso de los más absurdos 
sistemas. Aun en estos últimos tiempos se veían en ellos no pocos restos de 
escolasticismo; y en la forma que hoy tienen, no puede decirte todavía que se 
hayan desprendido de él enteramente. Desde el reinado del Sr. D. Carlos III, 
sin embargo, principióse a trabajar en mejorar los estudios; mas así entonces 
como después se huyó de emprender una reforma radical; y el gótico edificio 
permaneció siempre en pie, ruinoso a la verdad; pero bastante fuerte para 
que a su abrigo pudieran hacer guerra tenaz los apóstoles de la ignorancia a 
los amigos de las luces. Teníasele por uno de los baluartes de nuestro sistema 
político; como tal se le conservaba, y como tal no podía caer del todo sino 
cuando también se derrumbasen las funestas instituciones que nos regían.
Lució por fin un día la libertad entre nosotros; y entonces ya se trató de 
emprender de raíz la reforma apetecida.
V. M. a quien debe la Nación el restablecimiento de sus antiguos fueros, 
no podía menos de atender a tan interesante objeto. Muy a los principios de 
haber tomado las riendas del Gobierno en nombre de su augusta Hija, nom-
bró una comisión para que presentase un plan general de estudios. Encargóse 
luego ese trabajo a la Dirección general del ramo, y concluido que fue, se pasó 
a informe del Consejo Real de España e Indias, quien después de profundas 
meditaciones remitió en 1.º de Julio último al Ministerio de mi cargo un pro-
yecto donde brilla la sabiduría de corporación tan ilustrada. Acaso la impor-
tancia y trascendencia de esta obra harían precisa, para darle todo el carácter 
de solemnidad posible, la intervención de los cuerpos colegisladores; pero 
el tiempo trascurre velozmente; el mal persiste y se agrava; y el solo reme-
dio radical, lento por su naturaleza, tardará más en producir los saludables 
efectos que se aguardan si se difiere su aplicación. Esta es precisamente la 
época oportuna; los cursos escolásticos se acaban de cerrar; deberán abrir-
se en el Octubre próximo; y fuera mengua, Señora, el que esto se verificase 
existiendo siempre el desacreditado reglamento que ahora rige, y contra el 
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cual todos están clamando. Esperar que las Cortes discutan un plan general 
de estudios, en medio de las importantes tareas que les esperan, sería tal vez 
diferir todavía por algunos años la reforma. El Gobierno, que ve el mal, no 
puede permanecer más tiempo espectador pasivo de esta calamidad, y le es 
forzoso ya satisfacer de algún modo el general deseo. Por otra parte, si bien 
se considera, la organización de los estudios no exige que una ley la autorice 
expresamente: solo en cuanto se crearen deberes y derechos nuevos, solo en 
lo relativo a gastos para sostener la enseñanza, hay obligación indispensable 
de acudir a las Cortes. Respecto de lo primero, procuraré ceñirme al círculo 
de mis atribuciones; en cuanto a lo segundo, no se emplearán por ahora más 
fondos que los que ya están asignados para este objeto; incluyéndose en los 
nuevos presupuestos los gastos que exija para más adelante el arreglo que se 
medita.
Para formar el proyecto que presento a V. M. se han adoptado las bases 
principales en que el Consejo ha fundado el suyo, aunque con alguna modifi-
cación. Mi deseo ha sido asentar el plan sobre los principios más liberales que 
en el día se conocen, no omitiendo mejora alguna de cuantas existen en los 
países extranjeros y pueden aplicarse a nuestra patria.
También me ha parecido oportuno unir a este trabajo la parte relativa a 
instrucción primaria, acerca de la cual ya se presentó un proyecto más amplio 
al Estamento de Ilustres Próceres en la última legislatura. Así el plan abra-
zará un sistema general de enseñanza para las diversas clases de la sociedad, 
acudirá a todas las necesidades, y tendrán sus diferentes partes entre sí la 
trabazón necesaria, para que correspondiendo, como es debido, unas a otras, 
estriben todas en unos mismos principios.
No crea V. M., sin embargo, que ha sido mi intento formar un plan gran-
dioso y de imposible realización por lo extenso de sus dimensiones y lo ambi-
cioso de sus miras.
A l contrario, Señora, he procurado evitar un defecto de que tal vez han 
adolecido otros planes, y me he ceñido a proponer lo meramente realizable.
Tres son las condiciones precisas en esta clase de obras para que puedan 
llevarse a efecto: las necesidades de la Nación en punto a los diferentes ramos 
del saber humano; los fondos de que se puede disponer, y los maestros o pro-
fesores con que es dable contar. Multiplicar cátedras y escuelas no necesarias, 
es lo mismo que producir un artefacto en cantidad mayor que la demanda; 
y crearlas sin los fondos precisos para sostenerlas, o sin poderlas dotar con 
profesores hábiles, es desacreditar la institución, y hacer tal vez por mucho 
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tiempo su establecimiento imposible. La enseñanza futura ha de formarte con 
los restos de la que existe, aprovechándolos todos, y dándoles buena direc-
ción, para que sin perder lo que se tiene, se vaya creando poco a poco lo que 
falta. Es mi intento establecer los principios generales, sentar las bases del 
edificio, trazar el camino que habrá de seguirse para completar la reforma; 
pero nunca destruir cosa alguna sin sustituirle otra mejor en el acto; de suer-
te, que los establecimientos existentes a que no pueda desde luego alcanzar 
aquella, continuarán lo mismo, salvo algunas mejoras necesarias, hasta que a 
todos pueda írseles aplicando sucesivamente, y en ocasión oportuna, el plan 
que se presenta.
Paso ahora, Señora, a exponer los principios en que he creído conveniente 
fundar el sistema general de instrucción pública. Si bien no es dable exten-
derse en esta exposición acerca de todos los puntos que abraza la materia, 
todavía hay algunos tan interesantes, y otros que es fuerza considerar bajo un 
aspecto tan nuevo, que en ellos no podré menos de insistir un poco, aunque 
no tanto como sería preciso para aclararlos debidamente.
¿Cuál es la obligación del Gobierno en materia de instrucción pública? 
De antiguo se creyó ser exclusiva atribución suya el dirigir la educación de 
la juventud, perteneciendo por lo tanto a la administración el cuidado de la 
enseñanza. Adoptado este principio en toda su latitud, me parece peligro-
so y de consecuencias funestas. Propende en último resultado a esclavizar 
la inteligencia. Los Gobiernos tiránicos, ora se proclamen absolutos, ora se 
condecoren con el título de republicanos, lo han adoptado siempre. “Solo la 
Patria, dicen estos, tiene derecho de educar a sus hijos”; y créense por lo tanto 
autorizados para sujetarlos a un régimen opresor, exigiendo de ellos renun-
cien a sí mismos, y humillen su pensamiento ante un pensamiento común y 
dominante. “No conviene, exclaman aquellos, que a los jóvenes se les infun-
dan ideas contrarias a nuestros derechos y prerrogativas”, y de aquí nacen las 
ideas falsas que se procura inculcarles, y las infinitas trabas que se oponen al 
desarrollo de las luces. El pensamiento es de suyo la más libre entre las facul-
tades del hombre; pero por lo mismo han tratado tales Gobiernos de esclavi-
zarlo de mil modos; y como ningún medio hay más seguro para conseguirlo 
que el apoderarse del origen de donde emana, es decir, de la educación; de 
aquí sus afanes por dirigirla siempre a su arbitrio, a fin de que los hombres 
saliesen amoldados conforme convenía a sus miras e intereses.
Mas si esto puede convenir a los Gobiernos opresores, no es de manera 
alguna lo que exige el bien de la humanidad ni los progresos de la civilización. 
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Para alcanzar estos fines es fuerza que la educación quede emancipada: en 
una palabra, es fuerza proclamar la libertad de la enseñanza.
¿Se seguirá de aquí que debe el Estado abandonarla, dejándola entregada 
a los esfuerzos particulares, sin cuidar de que existan establecimientos públi-
cos al cargo y bajo la dirección del Gobierno? Otro error sería este tan perju-
dicial como el primero.
No es dable aplicar a la instrucción pública el principio de que el interés 
privado basta para fomentar los objetos a que dedica sus esfuerzos. Esto sería 
rebajar el saber al nivel de la industria, y su naturaleza es mucho más subli-
me. Con la industria no se atiende más que a lo útil; en el saber hay además 
que considerar lo bello. El saber agrada porque es hermoso, porque es noble, 
y porque inspira a las almas sentimientos elevados: el saber es asimismo ob-
jeto de nuestras indagaciones porque es útil, porque sirve para muchas cosas 
en la vida, porque inventa mil medios para centuplicar nuestras fuerzas y au-
mentar nuestras comodidades. Lo bello de la ciencia da impulso a la civili-
zación moral, lo útil a la civilización material. Si, pues, el interés particular 
se apoderase de ella, solo la cultivaría en este último sentido, y la sociedad 
perdería aquella educación moral que es su parte más noble y más divina, la 
que esencialmente contribuye a su mayor perfección.
Aún hay más; la parte útil perdería también en este infeliz divorcio. Es 
preciso cultivar las ciencias por solo el amor que se les tiene, si se quiere lle-
gar a resultados importantes y aplicables a la industria. Abandonada esta a 
sí misma, permanece en breve estacionaria: las teorías abstractas son las que 
nos conducen al conocimiento de métodos nuevos, las que nos revelan ver-
dades altamente útiles, cuya aplicación cambia a veces la faz de la civilización 
material del mundo, y produce revoluciones completas y felices en el modo 
de vivir de los hombres.
Por consiguiente, la enseñanza privada solo es susceptible de aplicarse a 
aquellas ciencias que, menos elevadas, son de una comprensión menos difícil 
y de un uso más general. Las ciencias sublimes, las que tienen un carácter 
puramente especulativo, o exigen gastos y adelantos cuantiosos, y acaso pér-
didas considerables, necesitan que el Gobierno las acoja bajo su protección.
Por otra parte, dirigido el Estado por miras menos interesadas, atiende 
má a la ciencia misma; tiene más esmero en que la educación sea comple-
ta y alcance toda la perfección posible. Acaso es más lento en suministrarla; 
pero esto mismo es una nueva prenda del acierto. Los particulares están más 
inclinados a favorecer, al menos aparentemente, los deseos de los que apren-
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den, que siempre son aprender mucho y en poco tiempo. De aquí resulta más 
charlatanismo que realidad en sus pomposos anuncios y en la ostentación 
de los mentidos resultados que consiguen. Así es cosa probada en los países 
donde existen a la par la instrucción pública y privada, que en igual número 
de estudiantes, aquella produce resultadas más ventajosos que la segunda en 
la proporción notable de ciento y ochenta a uno.
Preciso es por consiguiente que se hermanen la instrucción pública y la 
instrucción privada. Ambas se necesitan una a otra; y cada cual, entregada 
a sí sola, sería perjudicial a los fines que se propone la sociedad. La educa-
ción privada impide que la pública se llegue a apoderar de la inteligencia y 
la esclavice, haciéndola solo servir al triunfo de ciertas ideas o de intereses 
privilegiados. La educación pública impide a su vez que la privada haga per-
der a la ciencia su dignidad y elevado carácter, convirtiéndose en una mera 
especulación: la obliga a que sea mejor y más completa de lo que por sí sola 
sería, así como suele también aprovecharse de muchos métodos expeditivos 
y sencillos que esta inventa; finalmente, produce la emulación, que no solo es 
útil a los estudiantes, sino también a los mismos establecimientos que pug-
nan entonces por superarse unos a otros.
Partiendo de estos principios, el plan que propongo adopta estas dos clases 
de enseñanza; y al propio tiempo que establece el sistema que más oportuno 
ha parecido en la actualidad para la pública, deja en entera libertad a la pri-
vada. Las restricciones que impone a esta no son de ningún modo dirigidas a 
los métodos ni a la esencia de ella; tienen por único objeto establecer aquellas 
precauciones que el Gobierno, como encargado de los intereses de la socie-
dad, no puede menos de tomar para afianzarlos. El padre que confía sus hijos 
a un profesor, tiene derecho a estar seguro, hasta cierto punto, de su aptitud y 
moralidad. La salubridad del edificio donde se establece la escuela o colegio, 
es también otro punto que no puede mirarse con descuido. Estos, y no otros, 
son los objetos de las limitaciones que se ponen a la libertad absoluta; y con 
ello ha terminado el Gobierno su intervención en este punto.
Mayores afanes reclama la instrucción pública; y la primera cuestión que 
se presenta, es saber si ha de ser o no enteramente gratuita. Señora, este pun-
to pide la mayor atención, y es uno de los más importantes del sistema que 
propongo.
Los que parten del principio mencionado más arriba, de que el Gobier-
no está obligado a suministrar la instrucción, deducen como consecuencia 
precisa que debe ser gratuita. Cuarenta años ha que una intención laudable 
EL DUQUE DE RIVAS DEL OTRO LADO DE LA LITERATURA
45
proclamó semejante principio en un país vecino, principio que la experiencia 
le ha hecho más tarde proscribir como perjudicial; siendo de notar que la 
enseñanza gratuita jamás ha producido los efectos que se esperaban de ella, 
y que no por haberse adoptado en una nación, ha sido bastante a acelerar sus 
progresos.
Prueba de ello, y bien lastimosa por cierto, es nuestra España. En ningu-
na parte acaso se han franqueado con más largueza los tesoros del saber a 
sus habitantes; en ninguna ha sido la instrucción pública tan barata. Sin em-
bargo, nuestra ignorancia en las ciencias es harto conocida y harto atrasada 
nuestra civilización con respecto a la de otros países que nunca fueron en este 
punto tan generosos.
Conviene, pues, restringir el principio de la enseñanza gratuita. El bien de 
la sociedad, el progreso de las mismas ciencias lo reclaman. Pero, ¿qué regla 
habrá de seguirse en esto? Hela aquí. La obligación del Gobierno crece: 1.° 
a medida que la instrucción ha de abarcar mayor número de individuos; y 
2.º conforme en estos escasean los medios de adquirirla. Por el contrario, la 
misma obligación disminuye al paso que siendo menos los que se dedican a 
determinadas ciencias, conviene dejar su estudio únicamente a los que tienen 
medios para costearlo. Esta obligación del Gobierno es como una pirámide, 
que, empezando en una ancha base, formada por los menesterosos, disminu-
ye a proporción que va aumentando su altura, y creciendo la riqueza de los 
particulares.
Sentados estos principios, el Gobierno obrará con tino y previsión dando 
a la enseñanza primaria el desarrollo más amplio que sea dable, cuidando de 
que alcance a todos sin distinción de clase ni fortuna.
No es deber suyo, sin embargo, concederla gratuitamente a los que poseen 
bastantes facultades para sostener los gastos que acarrea: estos no tienen más 
derecho que el de que se les presenten los medios de instrucción; es decir, 
que se cuide de establecer escuelas donde puedan ir a recibirla; pero hecho 
una vez esto, la enseñanza gratuita no debe ser más que para aquellos que se 
hallan en la imposibilidad de costeársela por sí propios o que necesitan se les 
ayude para adquirirla.
La enseñanza primaria es la única que conviene generalizar, procurando, 
si es posible, no haya un solo individuo en toda la sociedad que no participe 
de ella; porque no hay ni una situación, ni una circunstancia en la vida que 
no la necesite.
Pasando más allá, todos los demás conocimientos se van haciendo cada 
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vez menos necesarios a la generalidad de los ciudadanos, y circunscribiéndo-
se a ciertas y determinadas clases; y aquí es donde conviene limitar el princi-
pio de la enseñanza gratuita. La acción del Gobierno se debe solo extender a 
cuidar de que haya el suficiente número de establecimientos de enseñanza, a 
formarlos y arreglarlos sobre buenas bases y conforme a los mejores métodos 
pero en cuanto a costearlos, esta es obligación del que recibe el beneficio; 
pues ya la enseñanza que se da en ellos es de aquellas que solo compete a las 
clases que gozan de ciertas comodidades, y que por consiguiente no carecen 
de medios para pagarla.
Fuera de esto, conviene dificultar la entrada en ciertas carreras que se han 
extendido demasiado entre nosotros con perjuicio de otras más usuales y ne-
cesarias. Tendremos menos teólogos, menos jurisconsultos, menos médicos; 
pero habrá mas labradores, mas artesanos, que con provecho suyo y de la 
patria trabajen en dar impulso a cuanto constituye la civilización material de 
las naciones.
Sé muy bien la objeción que puede hacerse a lo que llevo dicho. Se alegará 
que esto será circunscribir el saber a ciertas y determinadas clases, y creando 
un privilegio, hacer que la mas humilde y menesterosa no salga nunca de su 
estado de abatimiento, ni pueda abrirse paso a más prósperos destinos. ¡No 
quiera Dios que adoptemos nunca tan fatal sistema! No es mi ánimo esta-
blecer una valla insuperable entre los hombres, ni cerrar a nadie las puertas 
del templo de la fortuna y los honores, cuando hay para alcanzarlos talento y 
merecimientos. El interés de la sociedad reclama el libre uso de las facultades 
de todos sus individuos; pero también exige que nadie salga de su esfera sin 
presentar las garantías necesarias para estar bien colocado en la nueva esfera 
donde pretende ingerirse. Es preciso distinguir en los hombres la instrucción 
de la educación: esta se empieza a adquirir desde que abrimos los ojos a la 
luz del mundo, y cada paso en nuestros primeros años nos prepara en bien 
o en mal para nuestros futuros destinos. La aptitud para ciertas profesiones 
no consiste solo en los estudios que requieren; aun siendo buenos, falta que 
la parte moral esté bien preparada; y ¿podrá estarlo por ventura cuando se 
ha pasado en la mendiguez la época más florida de la vida, aquella en que 
las impresiones son más vivas y quedan grabadas en el hombre con un sello 
indeleble. Pues esto es lo que sucede a los que abandonando la esteva o un 
honrado oficio, acuden sin medios de subsistencia a aprovecharse en las aulas 
del beneficio, funesto entonces, de la enseñanza gratuita.
Lo que procura al Estado ciudadanos útiles y honrados, capaces de labrar 
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su prosperidad y gloria, no es el dar a los pobres una educación manca y ella 
misma pobre; es el destruir del todo ciertas preocupaciones, y hacer que para 
muchas carreras no sea el nacimiento un obstáculo, o por lo menos una causa 
de desprecio y alejamiento. Cuando solo el mérito sea atendido se procurará 
tenerlo.
Debe el Gobierno sin embargo, tender una mano protectora a muchos que 
nacidos en condición humilde y pobre, muestran disposiciones muy felices en 
sus primeros estudios; o bien a los hijos de los que hubiesen hecho servicios 
señalados a la patria o sacrificándose por ella. No me he olvidado de esta obli-
gación, y sin desviarme de mi propósito de no abrir ancha puerta a la masa 
indigente para un camino que no le es dado seguir, propongo más adelante 
acudir a ella por los medios que me han parecido más oportunos.
Fundados en los principios que llevo establecidos, los extranjeros han sido 
menos francos que nosotros en proporcionar la enseñanza gratuita. Inglate-
rra la conoce apenas, y allí la instrucción, especialmente la superior, cuesta no 
pocos gastos al que desea adquirirla. Francia, al propio tiempo que cuida de 
fundar numerosos establecimientos para toda clase de estudios, reconoce por 
principio que hay algunos que no tiene el Estado obligación de suministrar 
gratuitamente; solo concede este beneficio en la instrucción primaria a los 
que no pueden pagarla; y en las enseñanzas superiores, si bien costea ciertos 
establecimientos públicos, porque sin su auxilio no podrían sostenerse con la 
brillantez debida, todavía exige en los alumnos ciertos dispendios que no son 
compatibles con todas las fortunas.
España no se encuentra, Señora, en situación de que se puedan adoptar 
tales principios en toda su latitud sin graves inconvenientes. La escasa fortu-
na de la gran mayoría de sus habitantes, el hábito, contraído de no aprender 
muchas cosas si no las manda enseñar gratuitamente el Gobierno, imponen 
al Estado la necesidad de hacer por la instrucción mayores sacrificios de los 
que comparativamente hacen otras naciones. No seré, pues, yo, Señora, quien 
proponga el negar la instrucción a las clases poco acomodadas que no pue-
den pagarla; antes bien, mi intento es dotar las provincias y los pueblos con 
establecimientos públicos que así estén abiertos al pobre como al rico; y lejos 
de escasearlos, el plan tiende a multiplicar cuanto posible sea los que son de 
utilidad más general y conocida. Pero creo necesario que la enseñanza, empe-
zando desde la secundaria, cueste ya forzosamente a los que quieran tenerla, 
estableciéndose al efecto el pago de matrículas, y fijando para ellas cuotas 
que, sin exceder los límites a que pueden alcanzar facultades muy medianas, 
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pongan sin embargo coto al inconsiderado afán de acudir a las cátedras con 
grave perjuicio de muchas profesiones industriales, y no gran provecho de 
otras, si más nobles, acaso menos necesarias.
Lo que poco cuesta se aprecia también en poco; y con efecto, común es en 
España que al empezarse los cursos se matriculen infinitos discípulos, y que 
al concluirse aquellos estén las cátedras casi desiertas. Cuando algo haya cos-
tado la matrícula, no sucederá lo mismo; pues los padres tendrán ya cuidado 
de que sus hijos asistan a todas las lecciones, y lo hagan con aprovechamien-
to por no perder la cantidad, aunque corta, que hayan desembolsado; y este 
pequeño sacrificio será un estímulo para la mayor constancia y aplicación en 
los estudios.
El pago de matrículas no es una novedad en España: todas las universida-
des las exigen, pero son tan cortas que no bastan para interesar a los discípu-
los: aumentándolas en la proporción conveniente, se conseguirán, no solo las 
ventajas que llevo referidas, sino también obtener recursos para extender y 
mejorar la enseñanza.
Habrá quien tal vez crea que en esto impone una contribución el Gobierno, 
excediéndose así de sus facultades. No, Señora, el Gobierno, ya lo he dicho, no 
tiene obligación de costear la enseñanza y darla gratuitamente. Lo más que 
de él puede exigirse, es que la proporcione; pero ¿por qué no ha de imponer-
le una retribución, retribución módica y al alcance de casi todas las clases? 
¿Trata por ventura de convertirla en una renta productora del Estado, como 
la del tabaco, la de la sal u otras, y cuyos ingresos se inviertan en los gastos 
generales de la administración? No por cierto: ni alcanzan las matrículas a 
cubrir sino una parte mínima de los gastos que acarrea la enseñanza; ni se 
invertirán en otro objeto que en provecho de los mismos que las paguen.
Fijada ya la parte que corresponde al Gobierno en la enseñanza; recono-
cida la necesidad de dejar la privada en completa libertad, al paso que aquel 
cuide de proporcionar y mejorar la pública; y establecidas las restricciones 
que entre nosotros conviene por ahora imponer a la enseñanza gratuita, falta 
saber cuál es la naturaleza de la instrucción que debe suministrarse; pues en 
vano sería gastar sumas inmensas en crear establecimientos magníficos, si 
estos hubiesen de quedar desiertos, o sirviesen solo para desviar a la juventud 
de los estudios más provechosos y oportunos, favoreciendo en demasía unos 
conocimientos, y postergando otros por la injusta predilección hacia deter-
minadas carreras. La instrucción debe ser acomodada a las necesidades de la 
sociedad. Esto es lo que se ha desconocido de mucho tiempo acá en España; 
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por cuya razón los estudios públicos no han seguido la marcha de la civili-
zación europea, permaneciendo como los habían creado las necesidades de 
hace cuatro o cinco siglos. Entonces prevalecían los teólogos y letrados: tal 
era la tendencia de la época; y por lo tanto, la instrucción debía dirigirse a 
satisfacer esta necesidad. Ahora ha variado el aspecto de las cosas: la sociedad 
exige se favorezcan también otras muchas carreras: los conocimientos usua-
les y positivos reclaman una parte de nuestros esfuerzos; las ciencias físicas y 
naturales, y las que nacen de sus diversas aplicaciones, no sufren verse pos-
tergadas como antes les sucedía: hay sobre todo ciertos ramos de instrucción 
comunes a la clase media, a esta clase que antes no existía, y ahora tiene tanta 
influencia en los destinos de las Naciones; instrucción que es preciso prote-
ger con particular esmero, porque en ella consiste la verdadera civilización 
de la sociedad. En los siglos medios pocos eran los que se instruían; entre no 
saber nada o ser un sabio eminentísimo, no había medio alguno: por esto se 
creaban solo universidades donde la ciencia descollaba en su mayor altura, y 
se conocían muy pocos establecimientos subalternos de enseñanza. Ahora se 
quiere que haya muchos que sepan, aunque no siempre sea profundo el saber 
individual. Por lo tanto es preciso que la instrucción se proporcione a este 
deseo, a esta necesidad imperiosa.
Este principio es, Señora, el que ha servido de guía para fijar en el nue-
vo plan el número y la clase de los establecimientos de enseñanza. Extender 
por todo el suelo español la enseñanza primaria, acercándola hasta a los más 
menesterosos; proporcionar a las clases algo acomodadas la instrucción que 
han menester para las transacciones comunes de la vida; reducir los estudios 
superiores y especiales a las necesidades de la Nación, colocándolos en los 
parajes más a propósito para cada uno, tal es lo que conviene hacer en las 
presentes circunstancias. Es preciso también dar a la instrucción aquella va-
riedad que requiere para acomodarla a las diferentes profesiones de la socie-
dad; establecer diversos grados en ella, para que cada uno pueda subir hasta 
aquel, y solo hasta aquel que necesita; es justo se permita la simultaneidad 
en los estudios, para que la aplicación y el talento no se vean obligados a ir 
en pos de la torpeza y de la desidia; en fin, exige la conveniencia pública que 
la instrucción disponga, no para una sola carrera, sino también para varias, 
siendo unos en todas ellas los estudios preparatorios: con eso se consiguen 
dos ventajas; primera, retardar el momento en que los jóvenes eligen carrera, 
a fin de consultar mejor su vocación; segunda, hacer que reconociendo las 
diferentes profesiones unos mismos principios, cese entre ellas la divergencia 
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de miras y opiniones, y bastaba hostilidad que se advierte en muchas; siendo 
también más fácil entonces el pase de unas carreras a otras cuando lo exijan 
las particulares circunstancias del sujeto.
Puesto que la instrucción debe principiar por la que conviene a todos, y 
concluir en la que solo es propia de un corto número, resultan naturalmente 
tres grados de enseñanza. La primaria, la secundaria y la superior o espe-
cial. La primera es aquella de que ningún español debe carecer; la segunda 
comprende aquellos estudios que son necesarios para completar la educación 
general de las clases acomodadas, y emprender con fruto el que conduce al 
ejercicio de las diferentes profesiones; en fin, la tercera enseñanza abarca las 
facultades mayores y escuelas especiales, con todos los estudios que sirven 
para completar la suma de los conocimientos humanos.
La enseñanza primaria y la secundaria se dividen a su vez cada una en ele-
mental y superior; y de este modo queda establecida aquella variedad de que 
he hablado anteriormente, aquella escala gradual para que cada individuo 
pueda llegar hasta el punto de instrucción que su posición social le permite.
La instrucción primaria ha merecido una particular atención a fin de orga-
nizarla de modo que alcance a todos los individuos de la sociedad. Toda po-
blación que llegue a cien vecinos habrá de tener una escuela elemental com-
pleta, regida por maestro aprobado; y en las aldeas o caseríos diseminados 
donde no sea fácil formar distritos de cien vecinos a lo menos, se establecerán 
escuelas elementales incompletas en que se enseñen a los niños a leer, escri-
bir y la doctrina cristiana, por la persona que se preste a hacer este servicio 
mediante retribución convencional. Las escuelas primarias superiores debe-
rán establecerse en toda ciudad o villa que pase de 1200 vecinos, así como en 
las cabezas de partido que, aunque tengan inferior población, puedan subve-
nir a sus gastos.
Para formar maestros, conviene que cada provincia por sí sola, o unida a 
otra u otras inmediatas, sostenga una escuela normal, donde se aprenda a en-
señar; y en la capital del Reino deberá establecerse una escuela normal cen-
tral para proveer de buenos maestros las escuelas normales de las provincias.
La enseñanza secundaria elemental será igual en todos los puntos del 
Reino donde pueda establecerse. La superior tendrá más o menos extensión 
según lo requieran las circunstancias locales o la naturaleza de las escuelas 
especiales que se hallen establecidas en los mismos puntos. Se ha creído con-
veniente dar a estos establecimientos de segunda enseñanza el nombre de 
Institutos; y en el Instituto de Madrid, y algún otro donde el Gobierno lo cre-
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yere conveniente, se dará la mayor extensión posible al estudio de las mate-
rias que les están asignadas.
Los establecimientos correspondientes a la tercera enseñanza se colocarán 
donde se crean más oportunos para su mayor prosperidad, y en general per-
manecerán por lo mismo donde existen ahora.
Todos estos varios establecimientos se regirán cada uno por sus regla-
mentos particulares, y con independencia unos de otros, pareciéndome poco 
conveniente unirlos bajo una misma administración sino en los casos que lo 
juzgue oportuno el Gobierno. Sin embargo, donde exista Instituto y una o 
más facultades superiores, el cuerpo moral formado por la reunión de todos 
los estudios tomará el nombre de Universidad, en obsequio a los que desean 
se conserve esta voz antigua y venerable.
El número de Institutos elementales no debe tener más límites que el de 
la posibilidad: por esto se dispone que haya uno en los pueblos donde a juicio 
del Gobierno, atendidas su situación, necesidades y medios, convenga esta-
blecerlo; pudiendo haber uno o más en cada provincia, o uno solo para dos o 
más de estas, según las circunstancias lo exigieren.
Respecto de los puntos en que deba darse a los estudios toda la exten-
sión posible y reunir varios establecimientos de enseñanza, mi opinión está 
por las poblaciones de extenso vecindario, y particularmente la capital de la 
Monarquía. Las gentes asustadizas, las que se dejan guiar por añejas preo-
cupaciones, han sido siempre, de parecer contrario, dando por pretexto las 
muchas distracciones que ofrecen las grandes ciudades, y la mayor facilidad 
para que la juventud llegue a corromperse; pero la experiencia propia y ajena 
depone contra este error que ha sido para nosotros de fatales consecuencias. 
Porque ciertamente la mayor moralidad y aplicación de nuestros estudiantes 
no debe buscarse en las universidades situadas en pueblos de corto vecin-
dario; y el ejemplo de otras naciones cultas de Europa prueba que, situados 
en las capitales los grandes establecimientos de instrucción pública, lejos de 
desmerecer, han producido siempre la juventud más estudiosa y brillante. 
Así debe ser con efecto: no son algunas diversiones excusables, y aun nece-
sarias, las que estragan a los jóvenes, el tedio más bien engendra en ellos los 
vicios que más se les reprueban. En las poblaciones cortas, nada se ofrece a 
su imaginación que la inflame, nada a su corazón que lo mueva noblemente, 
nada, en fin, a su ingenio que lo desarrolle. Su aplicación es forzada, su estu-
dio superficial, su aprovechamiento corto; porque la ciencia para ellos carece 
de atractivos, de objeto, y se presenta solo como un deber violento. Hasta les 
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faltan a los estudiosos los medios de saciar su anhelo de aprender; el que do-
tado por la naturaleza de ingenio y talento se adelanta a sus compañeros, en 
vez de emplear el tiempo que le sobra en otros estudios auxiliares, lo pierde 
lamentablemente; y es acaso para él motivo de disipación y de vicio lo que 
debiera serlo de aprovechamiento y de fortuna. En las poblaciones grandes y 
en las cortes, al contrario, las numerosas y variadas cátedras, los museos, bi-
bliotecas y colecciones, los tribunales, los cuerpos deliberantes, los productos 
acumulados de las ciencias y de las artes, las recompensas dadas en empleos, 
honores o riquezas a los que en ellas sobresalen, y el trato y conversación con 
hombres eminentes, todo produce estímulo, emulación, y más que otra cosa 
alguna excita en los jóvenes el ardiente deseo de instruirse.
Finalmente, solo allí, rodeados de la sociedad más culta y escogida, logran 
adquirir la urbanidad y buenos modales que son parte esencialísima de una 
educación perfecta.
Algunos hay que convencidos de esto mismo, acuden a razones políticas, 
pretendiendo que es peligroso reunir, particularmente en la corte, una nume-
rosa juventud ardiente y bulliciosa, siempre dispuesta a promover alborotos 
y asonadas. Este temor es vano. Donde son temibles las grandes reuniones 
de jóvenes, es precisamente en los pueblos cortos, porque en ellos campean 
por sí solos, despreciando a la autoridad indefensa, como tenemos recientes 
ejemplares; mas no sucede así donde la fuerza del Gobierno es imponente y 
capaz de sofocar en el instante cualquier intento dirigido a turbar la tranquili-
dad pública. Además, la mayor parte de los estudiantes que cursan en las po-
blaciones grandes son hijos de ellas, están bajo la vigilancia y responsabilidad 
de los padres, y por consiguiente se hallan menos dispuestos a la insubordi-
nación que en pueblos cortos, donde siendo forasteros, no tienen siquiera el 
respeto paterno que los contenga.
Por otra parte, en Madrid pueden organizarse los estudios públicos con 
más facilidad que en otro punto alguno de la monarquía, por la inmensidad 
de recursos que presenta la corte, y los muchos establecimientos que ya exis-
ten en ella; los cuales por no tener ningún enlace entre sí, están la mayor 
parte sin producir los resultados felices que al crearlos se propusieron los 
anteriores Monarcas.
Vengo actualmente, Señora, a tratar del régimen administrativo que con-
viene establecer para la instrucción pública en general, y en particular para 
cada uno de los establecimientos literarios. Todos los planes formados hasta 
ahora en España han admitido un cuerpo superior directivo de los estudios; 
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pero, Señora, semejante cuerpo es contrario a los buenos principios de admi-
nistración generalmente reconocidos en el día, porque reuniría atribuciones 
deliberativas y ejecutivas que por su naturaleza deben estar separadas. Ade-
más, el cuerpo directivo de estudios, compuesto de tres o cinco individuos, 
no es bastante numeroso para deliberar, al paso que lo es ya demasiado para 
ejecutar con rapidez y acierto. A ninguna autoridad se deben dar atribuciones 
contrapuestas, porque se expone a desempeñar mal unas y otras: así como 
cuando se quiere abrir un canal con el doble fin de que sirva a la navegación 
y conduzca aguas potables, ninguno de los dos suele alcanzarse, pues o bien 
el caudal es pobre y demasiado rápido para el primero, o bien las aguas casi 
estancadas no valen para el segundo.
La acción ejecutiva en materia de estudios, como en todos los demás ra-
mos de la administración, corresponde solo al Gobierno: interponer un cuer-
po entre él y los objetos administrados, es añadir a la máquina una rueda 
innecesaria que solo sirve para engendrar estorbos, disminuir la rapidez de 
los movimientos, y enervar la fuerza gubernativa.
Cierto es que en otros ramos de la administración pública existen Direc-
ciones generales que, si se quitasen, quedaría tal vez perjudicado el servicio. 
Pero es forzoso atender a la diferente índole de las cosas. Las Direcciones 
generales en rentas, correos, caminos y otros ramos, son auxiliares indispen-
sables. Atienden a una infinidad de pormenores que ocuparían demasiado al 
Gobierno si se empeñase en arreglarlos por sí mismo; se hallan al frente de 
una dilatada serie de empleados de diferentes jerarquías que es preciso vigi-
lar escrupulosamente; son, en fin, el nudo principal que enlaza las diferentes 
partes de un sistema extenso y complicado, que todas deben tener entre sí 
relación y mutua dependencia. Nada de esto sucede en los estudios. Los es-
tablecimientos de instrucción pública no tienen dependencia unos de otros: 
cada cual vive, por decirlo así, de una vida individual y suya propia; cada cual 
tiene su administración particular que cuida del régimen interior y de los por-
menores; sus reglas generales son en corto número y poco variables; y de aquí 
resulta que no puede llamarse complicado su sistema. En esta disposición, 
teniendo el Gobierno en las provincias agentes (y a mayor abundamiento 
propongo la creación de comisiones especiales), cuya obligación es observar 
aquellos establecimientos, cuidar de que se llenen los fines de su instituto, 
y promover las mejoras de que sean susceptibles, nada parece más natural 
que el que lea el mismo Gobierno quien expida y haga cumplir sin rodeos 
las ordenes convenientes al efecto; pues bien se deja conocer que la acción 
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es más rápida, y los resultados mucho más seguros, cuando se hace sentir 
cercana la mano de la administración suprema. Para nada de esto aparece 
la necesidad de una corporación intermedia; y la verdadera Dirección, en la 
parte ejecutiva, debe ser la sección encargada de este ramo en la Secretaría de 
la Gobernación del Reino. Tan cierto es esto, que muchos de los que están por 
la existencia de una Dirección especial, no lo hacen sino porque carecemos 
de un Ministerio de Instrucción pública que desearían se estableciese. Pero 
¿qué diferencia hay entre una sección y un ministerio? Ninguna más, sino que 
los asuntos no son bastante numerosos para constituir por sí solos una vasta 
dependencia.
Las diferentes atribuciones que tiene ahora la Dirección de estudios son: 
cuidar de la Hacienda y de la disciplina de los establecimientos literarios; dar 
los informes que le pida el Gobierno; formar los planes que este mismo le 
encargue. Respecto del primer punto, siendo aquellos establecimientos inde-
pendientes entre sí, no han menester más dirección que las administraciones 
locales creadas al efecto, cuya acción inmediata les debe ser mucho más pro-
vechosa; y si en ellos se invierten otros fondos que no sean los del común o de 
la provincia, la contaduría del Ministerio es a quien incumbe llevar la cuenta 
y razón de estos caudales.
En cuanto a planes e informes hay que distinguir dos cosas: la reunión de 
datos, y el dictamen que se da con presencia de ellos. Los datos los posee el 
Gobierno, o puede adquirirlos cuando quiera por medio de sus agentes. Por 
consiguiente solo el dictamen es lo que en este punto aprovecha; solo esto lo 
que viene bien al Gobierno. He aquí, Señora, cómo insensiblemente nace y 
resalta la verdad, de que no es acción lo que el Gobierno necesita buscar fuera 
de sí, sino informe; no una dirección, sino un consejo.
Una junta bastarte numerosa, compuesta de hombres instruidos y expe-
rimentados en todos los ramos del saber humano, es la que debe formar, por 
decirlo así, la inteligencia del Gobierno en materia de estudio: confiada a este 
cuerpo la parte deliberativa, aquel lo consultará en los casos que convengan; 
y tal es el objeto del Consejo de instrucción pública que propongo en sustitu-
ción de la Dirección general de estudios, que habrá de cesar en sus funciones. 
Compuesto dicho Consejo de un presidente y de doce a veinte miembros ele-
gidos entre los profesores más acreditados y las personas más notables por 
su ilustración, reunirá toda la suma de conocimientos necesarios para el fin 
a que se le destina, y será además poco costoso, puesto que las plazas de con-
sejero no obtendrán sueldo alguno, y sí solo una corta gratificación, mientras 
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que las de directores habrían de dotarse por lo menos con cuarenta o cincuen-
ta mil reales anuales cada una.
Por último, este Consejo existe en la mayor parte de los pueblos cultos de 
Europa; los cuales, después de haber ensayado todos los sistemas, han venido 
a parar a un resultado práctico en que la aplicación de principios exactos y 
demostrados por la experiencia es prenda de acierto y estabilidad.
Formado el Consejo de Instrucción pública, todos los establecimientos li-
terarios dependerán directamente del Ministerio de la Gobernación del Rei-
no, quien tendrá así sobre ellos la acción libre que le compete; mas como por 
sí mismo no puede inspeccionarlos, se ha creído oportuno establecer comi-
siones de provincia, de partido y de pueblo, compuestas de personas intere-
sadas en su prosperidad y que desempeñarán gratuitamente su encargo, por 
solo la satisfacción que resulta de emplearse en beneficio de sus semejantes. 
Estas comisiones vigilarán sobre la observancia de los reglamentos y la con-
ducta de los maestros o profesores; propondrán los medios de extender y me-
jorar la educación; dispondrán la visita de los establecimientos así públicos 
como privados, limitándose en cuanto a estos a verificar los adelantamientos 
de los discípulos, y los métodos seguidos con mejor éxito; y presenciarán los 
exámenes y distribución de premios.
El régimen interior de los establecimientos de segunda y tercera enseñanza 
estará a cargo de los respectivos rectores, auxiliados por una Junta de Hacienda 
y otra de disciplina, con obligación de consultar al claustro pleno de profesores 
en los casos arduos. Los mismos rectores tendrán la jurisdicción necesaria para 
corregir y castigar las faltas de subordinación y aplicación en los alumnos.
En lo relativo a fondos para el sostenimiento de los estudios, la regla es-
tablecida es muy sencilla y justa. Los pueblos pagarán las escuelas que solo 
se hallen erigidas para ellos. Los institutos elementales serán costeados por 
sus respectivas provincias; y todos los demás establecimientos superiores y 
especiales quedarán por cuenta del Gobierno, considerados como nacionales, 
y sus gastos se incluirán en el presupuesto general del Estado.
Entre estos gastos figura en primera línea el sueldo de los profesores. Esta 
clase benemérita ha sido generalmente mal recompensada entre nosotros, y 
de aquí ha resultado el que sean tan escasos los que poseemos. Pocos son los 
que se dedican a una carrera que no les ofrece estímulo ninguno ni en consi-
deración ni en interés.
Aun en las universidades suelen estar las cátedras ocupadas por jóvenes 
que se hallan todavía cursando; y que escasos por consiguiente de ciencia, se 
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limitan a relatar el texto que no ha mucho aprendieron de memoria. La ins-
trucción que se dé en los establecimientos públicos será siempre defectuosa, 
o por mejor decir, será una decepción, mientras no esté a cargo de profesores 
de acreditada ciencia. Para lograrlo es forzoso dotar sus plazas competente-
mente a fin de que no vivan reducidos a la estrechez. Y no es bastante todavía: 
conviene darles consideración para que esta carrera aparezca con todo el bri-
llo e importancia que merece, haciendo que pueda marchar a la par con otra 
cualquiera. Hasta ahora en España los sujetos de alguna categoría han tenido 
a menos emplear sus conocimientos en instruir a sus conciudadanos: aun los 
mismos profesores procuran dejar tan útil ocupación para pasar a los em-
pleos, y al punto que lo consiguen, parece que les falta tiempo para abandonar 
la enseñanza, como si en otra carrera hubiesen de encontrar mayor decoro.
No así sucede en países más adelantados donde se honran altos funcio-
narios con el dictado de profesores, y se les ve hasta dejar la silla ministerial 
para ir a ocupar el distinguido puesto en que reciben de un auditorio entu-
siasmado el aplauso debido a sus sabias y elocuentes lecciones. La ciencia que 
se ve tan ennoblecida adquiere a los ojos de los discípulos un carácter más 
sublime, crece infinitamente en importancia y sirve de estímulo al joven que 
siempre ha menester que alguna ilusión agradable le acompañe en sus estu-
dios. ¿Por qué no habrá de suceder lo mismo en España? Declárese, Señora, 
como propongo, que la calidad y sueldo de profesor no son incompatibles con 
el carácter y sueldo de empleado; que la acumulación de haberes, prohibida 
justamente en los demás destinos, no lo está cuando proceda del desempe-
ño de una cátedra, con tal que no perjudiquen ambas ocupaciones el mutuo 
cumplimiento de los deberes que imponen; declárese esto, repito, y veremos 
cómo ganarán a un tiempo la administración del Estado y la enseñanza.
Todos los ramos del saber son igualmente nobles y no deben existir entre 
ellos categorías: tampoco entre los profesores. La diferencia ha de estar solo 
en los sueldos, bien por los mayores estudios y adelantos que suponen unas 
ciencias respecto de otras, bien en consideración al pueblo donde estén esta-
blecidas las enseñanzas. Estos sueldos, juzgo, Señora, que deben componerse 
de tres partes: 1.ª Un sueldo fijo; 2.ª Un sueldo eventual; 3.ª Una gratificación 
proporcional a los años de servicio. Así se consiguen dos objetos : interesar 
a los profesores en el trabajo para acreditarse y atraer a sus lecciones mayor 
número de discípulos; y alentarlos al propio tiempo para que continúen en 
tan útil carrera, por la seguridad que tendrán de que con los años aumentarán 
también sus comodidades. Sin embargo, como es preciso que contribuyan 
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por todos los medios posibles a los progresos de la ciencia que enseñan, no 
gozarán del sobresueldo sino en el caso de haber publicado sobre ella alguna 
obra o tratado elemental por lo menos.
También conviene asegurar la subsistencia de los profesores para cuando 
la vejez les imposibilite de continuar en sus útiles y penosas tareas. Entre 
otras disposiciones, propongo que el profesor que lleve treinta años de ser-
vicio tenga derecho a su retiro con todo el sueldo fijo; y aunque esto parece 
contrario a lo dispuesto en la ley de, presupuestos, no lo es esencialmente. El 
sueldo fijo señalado a los profesores, es inferior al que deberían tener si no se 
les allegase el eventual, el cual no se toma en cuenta para graduar el haber de 
jubilación; y por lo mismo, el que obtengan los profesores a los treinta años 
de servicio vendrá a ser igual o menor que cuatro quintas partes que perciben 
los demás empleados por el mismo tiempo.
No basta dotar bien y dar consideración a los profesores; es preciso asegu-
rarse, para nombrarlos, de su aptitud y conocimientos. El sistema que en lo 
general se sigue con este objeto, es el de las oposiciones, por creerse que no 
hay medio mejor para reconocer el mérito respectivo de las personas que el 
sacarlas a certamen público y solemne; mas el fin de estos ejercicios no suele 
ser tanto el dilucidar la verdad o probar el verdadero saber, cuanto mostrar 
habilidad en la argumentación y serenidad en la controversia. Sin embargo, 
como al cabo es preciso algún medio para que la elección sea lo más acertada 
posible, todavía es dudoso si han de proveerse las cátedras por pública oposi-
ción, o bien si deben darse sin este requisito, consultando solo a algún cuerpo 
científico. Los que defienden esta última opinión, sostienen que las oposicio-
nes, cualquiera que sea la extensión que se les dé, no pueden ser suficientes 
para formar un juicio cabal de la capacidad de los candidatos, cuyos antece-
dentes desconocen los jueces, y aun cuando los conozcan, tienen que prescin-
dir de ellos; pero el mayor inconveniente que ven en estos ejercicios, consiste 
en que restringen el número de los opositores, y no precisamente de los malos 
o medianos, sino de los mejores, y sobre todo de aquellos que gozando ya de 
una brillante reputación, debieran ser más deseados para la enseñanza: pues 
nadie quiere aventurar a las contingencias de un momento azaroso la opinión 
adquirida a costa de años y fatigas.
Los partidarios de las oposiciones alegan a su vez la arbitrariedad que sue-
le haber en las consultas. No conceden que el juicio formado en el certamen 
sea tan aventurado como se supone; pues todo se reduce a dar mayor exten-
sión al examen, y sostienen que haciendo este examen con escrupulosidad y 
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tino, ofrece una garantía de que el juicio de la oposición no dependerá en ul-
timo resultado sino de la verdadera capacidad de los opositores; no teniendo 
por lo tanto nada que temer los hombres de reputación, siempre que esta no 
sea usurpada.
Ambos sistemas, Señora, tienen sus ventajas, y para aprovecharlas todas, 
creo muy oportuno adoptar un método análogo al que se observa en Francia 
en la facultad de ciencias. Cada año en los puntos que determine el Gobierno, 
se sacará a público concurso cierto número de plazas de profesores super-
numerarios para todas las clases de enseñanza, según lo pidan sus necesida-
des. Los que obtengan estas plazas estarán habilitados para explicar en sus 
respectivos establecimientos cursos gratuitos, lo que equivale a nuestras ex-
plicaciones de extraordinario: servirán asimismo de sustitutos en ausencias 
y enfermedades de los profesores propietarios; y cuando haya vacantes las 
proveerá en uno de ellos el Ministerio de la Gobernación del Reino a consulta 
del Consejo de Instrucción pública, excepto las de los institutos elementales, 
que serán de provisión de las comisiones de provincia.
Así se conseguirán, las ventajas de la oposición, se excitará la emulación 
entre los aspirantes, y cuando lleguen a proveerse las cátedras, se podrá aten-
der a los antecedentes literarios de aquellos.
Bien quisiera, Señora, con el objeto de formar profesores excelentes, pro-
poner el establecimiento de una escuela normal; pero la actual escasez de 
recursos me lo impide, y es preciso dejar este pensamiento útil para cuando 
la situación del Erario permita pensar en algo más que en lo inmediatamente 
necesario; así como entonces también deberá llevarse a efecto el plan de una 
escuela general preparatoria de ingenieros, semejante a las que con el nom-
bre de politécnicos han producido tan felices resultados en otros países, y 
particularmente en Francia.
Nuevas parecerán, Señora, muchas de las disposiciones que llevo ya pro-
puestas; pero estoy persuadido de las mejoras que acarrearán a los estudios 
en España: todavía parecerá más nueva, y por ventura controvertible, la re-
lativa a los textos fijos o de asignatura que quedan prohibidos en el plan, 
dejando al profesor en entera libertad respecto de este punto. Apoyado, sin 
embargo, en la opinión del Consejo Real que propone lo mismo, creo que así 
debe mandarse, y hasta prohibir que los catedráticos puedan imponer esta 
obligación a los alumnos, y sí solo recomendarles la obra que juzguen más 
conveniente, excepto en las enseñanzas elementales donde, niños todavía los 
discípulos, necesitan contraer más su atención y hacer un uso más frecuente 
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de la memoria. El señalamiento de un texto fijo favorece la pereza de los pro-
fesores, impide que la enseñanza camine a la par de los progresos de la cien-
cia , y aprovecha menos a los discípulos que se excusan entonces de tomar 
apuntaciones, hacer extractos y consultar obras, como del otro modo tienen 
que hacerlo, ejercitando así con fruto su entendimiento.
Asimismo ha parecido que las explicaciones y ejercicios hayan de hacerse 
en lengua nacional: esta práctica, admitida hoy día en las naciones más cul-
tas, es necesario para desterrar hasta los últimos restos del escolasticismo.
Finalmente, Señora, los grados académicos han llamado también mi aten-
ción. Solo se conferirán en los institutos superiores, y en las facultades ma-
yores. Los grados de bachiller, licenciado y doctor serán títulos que se exijan 
para la enseñanza, según el establecimiento en que deba darse; y para que 
ninguno de ellos sea una vana condecoración, sino prueba de mayor saber, se 
cuidará de que los estudios y exámenes para obtenerlos hayan de ser superio-
res en cada grado.
Tal es, Señora, el plan general de estudios que tengo el honor de proponer 
a V. M. Lejos estoy de creer que sea perfecto; mas una vez establecido, la ex-
periencia dará a conocer las faltas que tiene, las mejoras de que es suscepti-
ble; y cuando llegue el día venturoso en que nuestra desgraciada patria se vea 
libre de los horrores de la guerra civil que la destruye, cuando vuelva a gozar 
del necesario reposo, entonces se podrá con calma poner la última mano en 
esta obra importante, y entonces también se dirá que V. M., después de haber 
dado la libertad a la Nación española, la ha asegurado con el único medio que 
existe de hacerla duradera, cual es la ilustración.
Madrid 3 de Agosto de 1836.– Señora.– A L. R. P. de V. M.– El Duque de 
Rivas.
REAL DECRETO.
Persuadida de la necesidad de dar a las enseñanzas actuales la dirección 
que exigen las luces del siglo y la extensión que los medios permiten; conven-
cida de que no puede diferirse por más tiempo esta reforma sin perjudicar al 
arraigo y progreso de las instituciones políticas y civiles, a la prosperidad de 
las artes útiles y a todos los demás elementos de civilización y bienestar; oído 
sobre el particular el parecer del Consejo Real de España e Indias y el de otras 
corporaciones celosas e ilustradas, he venido en decretar, en nombre de mi 
augusta hija, la reina Doña Isabel II, el siguiente 
60
PLAN GENERAL DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA.
TÍTULO I.
DE LA INSTRUCCIÓN PRIMARIA.
Artículo 1.º La instrucción primaria es pública y privada. 
sección primera.
De la instrucción primaria pública.
capíTulO i.
División, materias de enseñanzas y clasificación de escuelas públicas.
Art. 2.º Se reputará pública la enseñanza primaria cuando esté sostenida, 
en todo o en parte, por los fondos públicos de los pueblos, de las provincias 
o del Estado. También se considerará pública la gratuita pagada enteramen-
te por legados, obras pías o fundaciones, y estará sujeta a lo dispuesto en 
esta resolución; reservando, sin embargo, a quien corresponda, el derecho de 
nombrar maestros con arreglo a la ley. 
Art. 3.º La instrucción primaria pública se dividirá en elemental y supe-
rior. 
Art. 4.º La instrucción primaria pública elemental ha de comprender ne-
cesariamente: 
1.º Principios de religión y de moral.
2.º Lectura.
3.º Escritura.
4.º Principios de aritmética, o sea, las cuatro reglas de contar por números 
abstractos y denominados.
5.º Gramática castellana.
Art. 5.º La instrucción primaria superior comprenderá además: 
1.º Mayores nociones de aritmética.
2.º Principios de geometría y sus aplicaciones más usuales.
3.º Dibujo.
4.º Nociones generales de física, química e historia natural, acomodadas a 
las necesidades más comunes de la vida.
5.º Noticias de geografía y de historia, principalmente la geografía e his-
toria de España.
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Art. 6.º No se considerarán completas ni la instrucción primaria elemental 
ni la superior si no comprenden los ramos de enseñanza determinados en los 
artículos anteriores. 
Art. 7.º En aquellos pueblos cuyos recursos lo permitan, podrá ampliarse 
la instrucción primaria, así elemental como superior, dándole la extensión 
que se juzgue conveniente. 
Art. 8.º En las poblaciones donde no fuese posible sostener escuela ele-
mental completa, se procurará establecer una, aunque sea incompleta, donde 
se enseñen las partes más indispensables, como leer, escribir y doctrina cris-
tiana, por la persona que, mediante la posible retribución, se preste a hacer 
este servicio, tenga o no título de maestro, si no desmerece por sus costum-
bres. 
Art. 9.º En las escuelas de aldeas y poblaciones rurales se cuidará de ins-
truir a los niños en algún trabajo manual, cultivo de árboles u otras labores 
del campo, según las producciones de cada país. 
Art. 10. En todos los pueblos que lleguen a cien vecinos se procurará esta-
blecer a lo menos una escuela primaria elemental completa. 
Art. 11. Las poblaciones menores, que reunidas lleguen a componer el nú-
mero de cien vecinos, y cuya localidad permita el establecimiento de una es-
cuela a que puedan concurrir cómodamente los niños de todas ellas, tendrán 
escuela elemental completa. 
A este efecto se formarán distritos de escuela en los países donde la po-
blación estuviese diseminada por el campo o consistiese en pequeñas aldeas, 
barrios o en caseríos. 
Cuando no fuese dable formar distrito que reúna cien vecinos, cuyos niños 
asistan cómodamente a una misma escuela, se formará del mayor número 
de vecinos posible; y si reuniesen fondos para asegurar al maestro el sueldo 
mínimo que se designará, podrán establecer escuela completa; si no, una in-
completa. 
Art. 12. Las ciudades y villas cuyo número de vecinos llegue a mil doscien-
tos, procurarán establecer una escuela primaria superior.
Los pueblos cabezas de partido que tengan o puedan proporcionarse los 
medios de sostener una escuela de esta clase, procurarán igualmente estable-
cerla, aunque no lleguen al número de vecinos determinado. 
Art. 13. Habrá en la capital del Reino una escuela normal central de ins-
trucción primaria, destinada principalmente a formar maestros para las es-
cuelas normales subalternas y pueblos de la provincia de Madrid, quedando 
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refundida en este establecimiento la escuela normal de enseñanza mutua, 
instituida por Real orden de 8 de septiembre de 1834. 
Art. 14. Cada provincia podrá sostener por sí sola, o reunida a otra u otras 
inmediatas, a juicio de las Diputaciones provinciales, una escuela normal pri-
maria para la correspondiente provisión de maestros.
Las mismas Diputaciones propondrán, en su caso, por el Ministerio de la 
Gobernación del Reino, los medios de sostener las escuelas normales.
También acordarán entre sí la reunión de varias provincias, cuando así 
conviniese, para sostener una escuela normal. Esta reunión se someterá a la 
aprobación soberana por el mismo Ministerio. 
Un reglamento especial determinará la organización de las escuelas nor-
males. 
capíTulO ii.
Calidades y dotación de los maestros, y gastos de las escuelas públicas. 
Art. 15. Ningún individuo podrá ser nombrado maestro de escuela prima-
ria pública, elemental, completa o superior, sin acreditar:
1.º Tener cumplidos veinte años de edad.
2.º Haber obtenido el correspondiente título, previo examen.
3.º Ser de buena conducta, presentando certificación de la autoridad mu-
nicipal de su domicilio. 
Art. 16. No pueden obtener el honorífico cargo de maestros de escuela pú-
blica:
1.º Los que hayan sido condenados a penas aflictivas o infamatorias, sin 
haber obtenido rehabilitación.
2.º Los que se hallen procesados criminalmente. 
Art. 17. Los Gobernadores civiles y comisiones de que se hablará después 
cuidarán de que los Ayuntamientos de los pueblos proporcionen a todo maes-
tro de escuela pública primaria:
1.º Casa o habitación suficiente para sí y su familia.
2.º Sala o pieza a propósito para escuela, y menaje preciso para la ense-
ñanza.
3.º Un sueldo fijo que (pudiendo ser) no baje en ningún lugar de ochocien-
tos reales anuales para una escuela primaria elemental, y dos mil quinientos 
reales para una escuela superior, además de las retribuciones de los niños.
Los pueblos podrán aumentar este sueldo fijo, según sus recursos, para 
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proporcionarse maestros más instruidos, en atención a que el mínimo sueldo 
indicado sólo debe tener lugar en las poblaciones más cortas y pobres. 
Art. 18. Para proveer de habitación, pieza para la escuela y sueldo del 
maestro servirán: 
1.º Las fundaciones, donaciones y mandas de toda especie consagradas a 
este objeto o que se destinaren en lo sucesivo. Podrán aumentarse, sea agre-
gando con la autorización correspondiente toda otra fundación piadosa que 
no esté destinada a un objeto conocidamente útil. o aceptando legados y do-
naciones con arreglo a lo que prescriban las leyes para los establecimientos 
de utilidad pública.
2.º Las consignaciones hechas sobre propios y arbitrios u otros cualesquiera 
fondos públicos con destino a escuelas primarias, así como los repartimientos 
vecinales, donde estuvieren legalmente autorizados, y toda especie de arbitrios 
que pudieren adoptar los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales. 
Art. 19. Además del sueldo fijo, deberán percibir los maestros de las es-
cuelas públicas elementales y superiores una retribución semanal, mensual o 
anual de los niños que no sean verdaderamente pobres.
Las comisiones de escuelas de pueblo determinarán la cantidad propor-
cionada de estas retribuciones hasta completar una dotación decente a los 
maestros.
Los niños pobres, a juicio de la comisión del pueblo, serán en todas partes 
admitidos gratuitamente en la escuela elemental.
En las escuelas superiores, donde la enseñanza debe ser retribuida por los 
que la reciban, se reservará un número de plazas gratuitas, determinado por 
la comisión de escuelas de pueblo, para los niños pobres que, a juicio de la 
misma, hubiesen sobresalido en los exámenes de las escuelas elementales y 
anunciaren talento y aptitud para el estudio. 
Art. 20. Por cuanto no es posible señalar las jubilaciones ni viudedades 
efectivas sobre los fondos públicos de propios y arbitrios de los pueblos, se 
establecerá en cada provincia, o en dos o más reunidas, una caja de socorros 
mutuos en favor de los maestros, sus viudas y huérfanos, sin perjuicio de los 
derechos anteriormente adquiridos por estos individuos.
El Gobierno promoverá el establecimiento y organización de estas cajas, 
cuyos estatutos han de obtener la Real aprobación.
Los fondos del Estado no contribuirán con cantidad alguna a las cajas de 
socorros mutuos; mas podrán éstas recibir donaciones y legados en los térmi-
nos prevenidos en el artículo 18. 
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capíTulO iii.
De las escuelas de niñas.
Art. 21. Se establecerán escuelas separadas para las niñas donde quiera 
que los recursos lo permitan, acomodando la enseñanza en estas escuelas a 
las correspondientes elementales y superiores de niños, pero con las modifi-
caciones y en la forma conveniente al sexo.
El establecimiento de estas escuelas, su régimen y gobierno, provisión de 
maestras &c. serán objeto de un decreto especial. 
capíTulO iv.
Administración y gobierno de las escuelas primarias. 
Art. 22. La dirección y régimen legal de la instrucción primaria de ambos 
sexos corresponden al Ministerio de la Gobernación del Reino, y a las comi-
siones de provincia, partido y pueblo de que tratan los artículos desde el 113 
hasta 125 inclusive. 
Art. 23. Las escuelas públicas conocidas con el nombre de Reales escuelas 
gratuitas de Madrid, continuarán bajo la inmediata inspección de la Junta 
superior de Caridad, como se hallan en el día, y sin perjuicio de las atribucio-
nes de la comisión de provincia, hasta tanto que el Gobierno de S. M. pueda 
darles la organización conveniente. 
sección segunda.
Escuelas privadas o particulares.
Art. 24. Todo individuo español de veinte años cumplidos que no se en-
cuentre en alguno de los casos prevenidos en el artículo 16 puede establecer 
de su cuenta y dirigir escuela, casa o colegio de pensión para la instrucción 
primaria, con las condiciones siguientes:
1.ª Presentar a la autoridad civil local una certificación de buena conducta 
en los términos prevenidos en el artículo 15.
2.ª Participar por escrito a la misma autoridad el ramo o ramos que se 
proponga enseñar y casa de su residencia. 
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TÍTULO II.
DE LA INSTRUCCIÓN SECUNDARIA.
Art. 25. La instrucción secundaria comprende aquellos estudios a que no 
alcanza la primaria superior, pero que son necesarios para completar la edu-
cación general de las clases acomodadas, y seguir con fruto las facultades ma-
yores y escuelas especiales. 
Art. 26. La instrucción secundaria será pública o privada.
sección primera.
De la instrucción secundaria pública. 
Art. 27. La instrucción pública secundaria se dividirá en elemental y su-
perior. 
Art. 28. La elemental comprenderá:
Gramática española y latina.
Lenguas vivas más usuales.
Elementos de Matemáticas.
Elementos de Geografía, cronología e historia, especialmente la nacional.
Elementos de Historia natural.
Elementos de Física y química.
Elementos de Mecánica y astronomía física.
Elementos de Literatura, principalmente la española.
Elementos de Ideología.
Elementos de Religión, de moral y de política.
Dibujo natural y lineal. 
Art. 29. La instrucción secundaria elemental se dará en establecimientos 
públicos que llevarán el nombre de Institutos elementales. 
Art. 30. Se creará un instituto elemental en los pueblos donde, a juicio del 
Gobierno, atendida su situación, necesidades y medios, convenga establecer-
lo, pudiendo haber uno o más en cada provincia, o uno para dos o más de 
éstas, según las circunstancias lo exigieren. 
Art. 31. Los institutos elementales se considerarán como establecimientos 
provinciales, y sus rentas consistirán: 1.º en las de las enseñanzas que para 
componerlos convenga suprimir; 2.º en los fondos que en el presupuesto de 
la provincia o provincias, en cuyo inmediato beneficio sean establecidos, se 
les asignen, y 3.º en las retribuciones de matrículas. 
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Art. 32. La instrucción secundaria superior comprenderá las mismas ma-
terias que la elemental, pero con mayor extensión, y además la economía po-
lítica, derecho natural, administración y cuantas preparan de un modo espe-
cial para las facultades mayores.
En estos establecimientos se enseñará el griego, árabe y hebreo, según fue-
se más conveniente. 
Art. 33. La instrucción secundaria superior se dará en establecimientos 
públicos que llevarán el nombre de Institutos superiores. 
Art. 34. Todo instituto superior tendrá anejo un instituto elemental. 
Art. 35. En todo pueblo donde haya una o más facultades mayores se esta-
blecerá precisamente un instituto superior, quedando, a juicio del Gobierno, 
el sujetar éste y aquéllas a un régimen y administración común o mantenerlos 
separados según las circunstancias y la economía lo exigieren. 
Art. 36. La reunión en un mismo pueblo del instituto elemental, del supe-
rior y de una o más facultades mayores, formará la universidad. 
Art. 37. Los institutos superiores se consideran como establecimientos na-
cionales, y sus rentas consistirán: 1.º en las que tengan los establecimientos 
de instrucción pública que para crear aquéllos convenga suprimir, 2.º en los 
fondos que se les asignen en el presupuesto general del Estado, y 3.º en las 
retribuciones de matrículas y grados académicos. 
Art. 38. Para ser admitido de alumno en los institutos superiores habrá de 
someterse el interesado a un examen severo sobre las asignaturas obligato-
rias del instituto elemental.
En el caso de que los estudios hubiesen sido privados o hechos en un semi-
nario conciliar, abonará además el alumno el importe de las matrículas que se 
exigen en el Instituto elemental para las mismas materias. 
Art. 39. En Madrid, y si el Gobierno lo cree conveniente, en algún otro 
punto, el instituto superior comprenderá en la mayor extensión posible el 
estudio de las materias asignadas a estos establecimientos. 
sección segunda.
De la instrucción secundaria privada. 
Art. 40. Todo español de veinticinco años cumplidos puede formar y diri-
gir un establecimiento privado de instrucción secundaria, previos los requi-
sitos siguientes:
1.º Ser licenciado en ciencias o en letras.
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2.º Acreditar con certificación de la autoridad municipal que es de buena 
vida y costumbres.
3.º No haber sido condenado a penas aflictivas o infamatorias sin haber 
obtenido rehabilitación.
4.º Hacerse inscribir como tal director en el Instituto elemental o superior 
mas cercano.
5.º Manifestar por escrito al rector del instituto el método que piensa 
adoptar en la enseñanza, la extensión de esta, y acompañar un plano del local 
que destina a ella. 
Art. 41. No se exigirá grado alguno académico al que solamente establezca 
casa de pupilaje o pensión para alumnos que hayan de concurrir a los estable-
cimientos públicos. 
TÍTULO III.
DE LA TERCERA ENSEÑANZA. 
Art. 42. La tercera enseñanza comprende:
1.º Las facultades de Jurisprudencia, Teología, Medicina y cirugía, Farma-
cia, Veterinaria.
2.º Las escuelas especiales de Caminos y canales, Minas, Agricultura, Co-
mercio, Bellas Artes, Artes y oficios. Y las que el Gobierno juzgue conveniente 
establecer en lo sucesivo, según lo requieran las necesidades públicas.
3.º Estudios de erudición: Antigüedades o arqueología, Numismática, Bi-
bliografía. 
Art. 43. El Gobierno designará los pueblos donde hayan de establecerse 
estos estudios, pudiendo haber en uno mismo dos o más facultades y escuelas 
especiales. 
Art. 44. Los que hayan de seguir las carreras de jurisprudencia y teología 
estarán graduados de bachilleres en letras. 
Art. 45. Los que hayan de emprender las carreras de medicina y cirugía, 
farmacia y veterinaria estarán graduados de bachilleres en ciencias. 
Art. 46. Para ser admitido en las escuelas de caminos, canales y de minas, 
deberá el alumno estar graduado de bachiller en ciencias, y sufrir además un 
examen cuyas materias se determinarán por reglamento especial. 
Art. 47. A los que se dediquen a la carrera de arquitectos se les exigirá el 
grado de bachiller en ciencias. 
Art. 48. Para entrar en las demás escuelas especiales bastará haber termi-
nado sus estudios en un Instituto elemental. 
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TÍTULO IV.
DISPOSICIONES COMUNES A LA SEGUNDA Y TERCERA ENSEÑANZA. 
sección primera.
De los Profesores. 
Art. 49. Los profesores de los institutos elementales, superiores y de las 





De los propietarios. 
Art. 50. Todos los profesores propietarios de un mismo establecimiento, 
excepto los de lenguas vivas y dibujo, son iguales en categoría y gozarán de las 
mismas preeminencias y consideraciones, aunque no de igual sueldo. 
Art. 51. El nombramiento de profesores propietarios, excepto en los ins-
titutos elementales, corresponde al Gobierno, a consulta del Consejo de ins-
trucción pública. 
Art. 52. Los profesores de lenguas vivas y dibujo serán nombrados por la 
Comisión de provincia, a propuesta en terna remitida por el rector, previos los 
ejercicios y exámenes que señalará el reglamento: pero no podrán ser remo-
vidos sino del modo establecido en el artículo 63 para los demás profesores. 
Art. 53. Para optar a la propiedad de las cátedras se necesita:
1.º Haber recibido el grado de licenciado en ciencias o en letras, según la 
asignatura de la cátedra, para los Institutos elementales, y el de doctor en las 
respectivas materias para los de los Institutos superiores y Facultades mayo-
res.
2.º Haber obtenido la plaza de profesor supernumerario en los términos 
que expresan los artículos 76 y 77.
Estas circunstancias no serán necesarias para los profesores de lenguas 
vivas y dibujo. 
Art. 54. Para ser profesor en los establecimientos privados se requiere es-
tar graduado de bachiller en ciencias o en letras. 
Art. 55. El sueldo de los catedráticos de establecimientos públicos será en 
parte fijo y en parte eventual, según el número de sus alumnos. 
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Art. 56. El cargo de catedrático no es incompatible por punto general con 
ningún destino del Estado, y el que lo obtenga podrá acumular ambos suel-
dos; pero la acumulación de funciones no le servirá nunca de pretexto para 
faltar al cumplimiento de sus deberes. 
Art. 57. Todo profesor propietario, sustituto o supernumerario podrá te-
ner en su compañía, en clase de pupilos, cierto número de alumnos, que no 
excederá de veinte. 
Art. 58. Los propietarios que lleven doce años de enseñanza gozarán de un 
sobresueldo igual a la cuarta parte del sueldo fijo que les está asignado por 
reglamento, y de una tercera parte si llegasen a veinte. 
Art. 59. Todo el que lleve treinta años de profesor propietario en estableci-
mientos públicos tendrá derecho a la jubilación con todo el sueldo fijo.
Aunque no la solicite, podrá dársela el Gobierno si lo juzgase convenien-
te. 
Art. 60. Todo catedrático que, llevando diez años de enseñanza, se impo-
sibilite en el ejercicio de su profesión, gozará de la tercera parte de su sueldo 
fijo, y de las dos terceras partes si llegase a veinte. 
Art. 61. Los catedráticos que al cabo de cuatro años consecutivos de en-
señanza quisieran viajar durante cuatro meses del curso siguiente, podrán 
hacerlo, dando aviso anticipado al rector y pagando de su cuenta el sustituto, 
que nombrará el claustro general. 
Art. 62. Podrán viajar igualmente todos los años durante las vacaciones, 
notificándolo antes al rector. 
Art. 63. Los catedráticos no podrán ser removidos sino a consulta del Con-
sejo de instrucción pública, en virtud de expediente instructivo que le dirija el 
Ministerio de la Gobernación.
En el caso de haber sido condenados por un tribunal de justicia a penas 
aflictivas o difamatorias, o haber abandonado voluntariamente la enseñan-
za por más tiempo que el permitido por los reglamentos, podrá privárseles 
de todo su sueldo; fuera de estos casos, conservarán la mitad del sueldo fijo 
cuando lleven seis años de enseñanza, y las dos terceras partes si llevaren 
doce. 
Art. 64. Los catedráticos podrán ser suprimidos en el ejercicio de sus fun-
ciones por el claustro general, que deberá noticiarlo inmediatamente al Go-
bierno por conducto del Gobernador civil, como presidente de la comisión 
provincial. 








Art. 66. Los sustitutos principales son los encargados de regentar una cá-
tedra vacante por muerte, remoción o suspensión del propietario. 
Art. 67. Los suplentes reemplazarán a los propietarios en caso de ausencia 
o enfermedad de éstos. 
Art. 68. Los auxiliares estarán encargados de dirigir una de las secciones 
en que se dividirán todas las clases de los institutos elementales que pasen de 
cien alumnos. 
Sus funciones, relativamente a la sección que se les confíe, serán las mis-
mas que las del propietario con respecto a la suya. 
Art. 69. Los sustitutos serán nombrados por el claustro general de entre 
los supernumerarios de las respectivas asignaturas. 
Art. 70. Los sustitutos percibirán un sueldo fijo igual a la mitad del asigna-
do al propietario, y además todo el eventual. 
Art. 71. El sueldo fijo será pagado de los fondos del establecimiento, ex-
cepto en el caso de ausencia voluntaria del propietario, que deberá pagarlo 
de su cuenta. 
Art. 72. Los sustitutos podrán ser removidos por el claustro general, en 
virtud de expediente instructivo que le presentará el rector. 
Art. 73. El exacto cumplimiento del cargo de sustituto servirá de mérito 
positivo para optar a la propiedad.
capíTulO iii.
De los supernumerarios. 
Art. 74. Los profesores supernumerarios no tendrán a su cargo ninguna 
enseñanza determinada, pero su título les habilita para optar a la propiedad y 
sustitución de las cátedras. 
Art. 75. Las plazas de profesores supernumerarios para todas las clases de 
enseñanza se proveerán por oposición. Su número y el lugar donde haya de 
verificarse la oposición se fijarán anualmente por el Gobierno. 
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Art. 76. Para ser admitido al concurso se exigirá de los aspirantes: 
1.º Los grados expresados en el artículo 53. 
2.º Un atestado de moralidad y buena conducta, dado por la autoridad 
municipal. 
Art. 77. Los ejercicios de oposición consistirán: 
1.º En una disertación o memoria escrita (presentada sin nombre de au-
tor, que constará en pliego separado y sellado) sobre el punto señalado por el 
claustro general en los edictos de convocación. 
2.º En un examen oral a cada aspirante sobre su propia memoria, siempre 
que ésta haya sido aprobada por los jueces antes de abrir el pliego que conte-
nía el nombre del autor. Las memorias que no mereciesen aprobación perma-
necerán en la secretaría del instituto o facultad a disposición de las personas 
que las hubiesen presentado. 
3.º En una explicación pública de media hora a lo menos sobre el punto 
que, entre los de la ciencia o facultad, haya cabido en suerte al candidato una 
hora antes, durante cuyo tiempo permanecerá incomunicado en la biblioteca, 
donde se le suministrarán los libros y demás auxilios que necesite. 
Concluida la explicación, le harán los demás opositores, por tiempo que 
no baje de una hora ni exceda de tres, las reflexiones que juzguen oportunas 
sobre la materia que haya trazado. 
4.º En un examen privado sobre la ciencia o facultad, y sobre la pedagogía 
o métodos de enseñanza y educación. 
Art. 78. Los jueces o censores serán tres, designados por la suerte entre 
seis nombrados por el claustro a mayoría absoluta de votos el día antes de 
empezarse los ejercicios de oposición. 
Art. 79. Los profesores supernumerarios que sean doctores podrán expli-
car de extraordinario en los institutos superiores o facultades mayores cual-
quiera de las asignaturas para que hayan sido habilitados en virtud de su títu-
lo, siempre que haya local desocupado, manifestándolo antes al rector. 
Art. 80. La asistencia a estos cursos, aunque voluntaria, será válida para 
los alumnos, pagando la matrícula correspondiente a la respectiva asignatu-
ra, de cuya matrícula percibirá el profesor su sueldo eventual. 
Art. 81. El Gobierno establecerá cuando sea ocasión oportuna una Escuela 
normal para formar profesores supernumerarios con destino a los estableci-
mientos públicos. 
ENRIQUE GUDÍN DE LA LAMA / JAVIER VOCES FERNÁNDEZ
72
capíTulO iv.
De los bibliotecarios. 
Art. 82. En los institutos elementales y facultades mayores, la biblioteca 
estará, por ahora, a cargo de un catedrático nombrado por el claustro general, 
al cual se le dará una gratificación proporcionada a su trabajo. 
Art. 83. Será obligación de los catedráticos de arqueología, numismática, 
bibliografía, e idiomas griego, árabe y hebreo cuidar de la biblioteca en los 
Institutos superiores, donde se halle establecida alguna de estas cátedras, ha-
ciendo de jefe el más antiguo, si hubiere varios. 
sección segunda.
Método de enseñanza, matrículas y prueba de curso. 
Art. 84. La lengua nacional es la única de que se hará uso en las explicacio-
nes y libros de texto. 
Art. 85. En los institutos superiores y facultades mayores no tendrán obli-
gación los profesores de seguir texto alguno en sus explicaciones ni podrán 
imponerla a sus discípulos. 
Art. 86. Al principio de cada curso presentarán a la aprobación del claustro 
general el programa de sus lecciones distribuidas en días lectivos, el cual se 
imprimirá y fijará a la puerta de las aulas respectivas. 
Art. 87. No podrán optar a las ventajas expresadas en los artículos 58, 59 
y 60 los profesores que no hubieren publicado alguna obra o tratado sobre la 
asignatura de su cátedra. 
Art. 88. Los alumnos de los institutos elementales y los que se propongan 
ganar curso en los superiores o en las facultades mayores se matricularán al 
principio de cada año, y renovarán la matrícula cada trimestre. 
Art. 89. Los alumnos matriculados pagarán en cuatro plazos la cuota que 
asignará el Gobierno, según la clase de enseñanza. 
Art. 90. Los concursantes de los institutos elementales tendrán obligación 
de estudiar simultáneamente las asignaturas que prevenga el reglamento. Los 
alumnos de los institutos superiores y de las facultades mayores podrán se-
guir en un mismo curso dos o más asignaturas, que les serán válidas pagando 
las matrículas correspondientes. 
Art. 91. Al fin de cada curso habrá exámenes generales para los alumnos de 
los Institutos elementales, y se adjudicarán premios de conducta, de aplica-
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ción y de aprovechamiento. Los nombres de los agraciados se inscribirán en 
un libro que se llevará al efecto en la secretaría. 
Art. 92. Estos premios podrán consistir, para los alumnos pobres, en libros 
o en la exención de la cuota de matrícula por uno o más años. 
Art. 93. El Gobierno se reserva hacer igual concesión, y aun señalar módi-
cas ayudas de costa, a reducido número de huérfanos de militares o emplea-
dos beneméritos que no puedan costearse su carrera. 
Art. 94. Estas ayudas de costa gravitarán sobre los fondos votados para la 
instrucción pública; en ningún caso podrán continuarse después de concluida 
la carrera, y los agraciados se someterán durante ésta a un examen público 
anual, cuya censura elevará el rector al Gobierno. 
Art. 95. Los alumnos de los institutos superiores y de las facultades ma-
yores no sufrirán más exámenes que los de los grados académicos necesarios 
para seguir sus carreras. 
sección Tercera.
De los grados académicos. 
Art. 96. No podrán conferirse grados académicos de ninguna especie sino 
en los institutos superiores o en las facultades mayores. 
Art. 97. Estos grados son los de bachiller, licenciado y doctor en ciencias o 
en letras y en facultad mayor. 
Art. 98. El grado de licenciado en facultad mayor será indispensable para 
la habilitación del que hubiese de ejercer alguna de las profesiones a que con-
ducen las mismas facultades. 
Art. 99. Los estudios y exámenes necesarios para el grado de licenciado 
han de ser superiores a los que se exijan para el de bachiller, y los de doctor, 
superiores a los de licenciado. 
Art. 100. El reglamento determinará la cuota con que han de contribuir los 
aspirantes, el método de los exámenes y el número necesario de matrículas 
para recibir dichos grados.
sección cuarTa.
Del régimen de los establecimientos literarios de segunda
y tercera enseñanza. 
Art. 101. La dirección de los institutos y universidades estará a cargo de 
un rector, y de un vicerrector a falta de aquél, y la deliberación en los asuntos 
arduos, a la del claustro general o particular. 
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Art. 102. El claustro general, donde hubiere universidad, se compondrá de 
todos los profesores propietarios, excepto los de lenguas vivas y dibujo.
En los institutos superiores se compondrá de la reunión de todos los pro-
fesores propietarios, con exclusión de los de lenguas vivas y dibujo. 
El claustro particular lo formarán los profesores propietarios de una facul-
tad mayor, o los del instituto superior o los del elemental en sus respectivos 
casos. 
Art. 103. El rector y vicerrector en los institutos, en las facultades mayores 
y universidades, serán nombrados por S. M. de entre los profesores propie-
tarios, a propuesta en terna del claustro general, remitida por conducto del 
gobernador civil, como presidente de la comisión de provincia. 
El nombramiento de rector y vicerrector se hará cada tres años, pero am-
bos podrán ser reelegidos indefinidamente, y gozarán mientras desempeñen 
su encargo de una gratificación. 
Art. 104. En los institutos, en las facultades mayores y en las universida-
des habrá un secretario, bachiller en ciencias o en letras, pero no catedrático, 
nombrado por el claustro general a pluralidad absoluta de votos. 
Art. 105. El claustro general nombrará cada dos años, por mitad, una junta 
de disciplina, compuesta de cuatro catedráticos y el rector, que la presidirá. El 
claustro podrá reelegir estos individuos, que no tendrán obligación de admi-
tir el encargo sino pasado un intermedio de dos años. 
Art. 106. El rector tendrá obligación de consultar con esta junta todo lo 
relativo a puntos generales de disciplina, a la expulsión de los alumnos, a la 
imposición de multas a los profesores y a su remoción. 
Art. 107. La administración del establecimiento estará a cargo del rector y 
de los dependientes necesarios. 
Art. 108. Habrá además una junta de hacienda, que se compondrá del rec-
tor y cuatro catedráticos, nombrados por el claustro general y renovados por 
mitad cada dos años en los términos del artículo 105. 
Art. 109. Será obligación de esta junta:
1.º Vigilar el estado de los fondos y la formalidad de los asientos.
2.º Ilustrar al rector en las dudas que le ocurran sobre puntos de adminis-
tración.
3.º Formar anualmente los presupuestos.
4.º Examinar las cuentas generales que presentará el rector, después de 
revisadas, a la aprobación del claustro general.
5.º Formar y mejorar los reglamentos de contabilidad. 
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sección quinTa.
De la jurisdicción del Rector y penas disciplinarias. 
Art. 110. Los estudiantes no gozarán de fuero activo ni pasivo en los delitos 
o contratos sujetos al derecho común. El rector, sin embargo deberá detener-
los preventivamente cuando los delitos fuesen cometidos dentro del estable-
cimiento, instruir el sumario y pasarlo, con el reo, al juez competente en el 
término de veinticuatro horas. 
Art. 111. Las faltas graves de subordinación a los profesores, al claustro 
o al rector podrá castigarlas éste, oído el dictamen de la junta de disciplina, 
con una corrección pública, con la anulación de una a tres matrículas, con la 
exclusión temporal o perpetua del establecimiento y finalmente, con la prohi-
bición de continuar la carrera en cualquiera de los del Reino. Estas dos últi-
mas penas no podrá decretarlas sino el claustro general, oído el dictamen de 
la junta de disciplina; los que en estos dos casos se crean agraviados, podrán 
recurrir al Gobierno, por medio del Gobernador civil, que oirá al efecto a la 
comisión provincial. 
Art. 112. En los institutos elementales podrán los profesores imponer a los 
desaplicados la pena de reclusión durante el día, a cuyo fin se destinará una 
sala, que estará bajo la inspección inmediata de un supernumerario encarga-
do de mantener el orden y hacer que los alumnos se ocupen en el estudio de 




De las comisiones de instrucción pública de provincia, partido y pueblo. 
Art. 113. En la capital de cada provincia se establecerá una comisión de 
instrucción pública, compuesta del Gobernador civil, presidente de dos indi-
viduos de la Diputación provincial, nombrados por ella, que tengan residen-
cia fija en la capital, a lo menos uno; del rector o rectores de la universidad 
o institutos que estuviesen establecidos en las mismas, y de un eclesiástico y 
otros cuatro profesores o personas instruidas y celosas. Estos cinco últimos 
serán nombrados por el Gobierno a propuesta de los primeros. 
Art. 114. Esta comisión elegirá un individuo de su seno para secretario, 
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cuyo servicio será gratuito como el de los demás vocales; pero su exacto des-
empeño servirá de mérito positivo para ser atendido por el Gobierno. 
Art. 115. El eclesiástico y los cuatro individuos últimos serán renovados 
cada dos años, pero podrán ser reelegidos indefinidamente. 
Art. 116. Estará a cargo de esta comisión:
1.º Cuidar de la observancia de los reglamentos literarios y vigilar la con-
ducta de los profesores, rectores y jefes de los establecimientos de instrucción 
pública y privada. 
2.º Proponer al Gobierno los medios de extender y mejorar la educación 
en la provincia, y las reformas que convenga hacer en los reglamentos de sus 
establecimientos literarios, incluidas las escuelas primarias.
3.º Visitar anualmente, por medio de uno o dos individuos de dentro o 
fuera de su seno, a quienes se les señalarán las dietas correspondientes sobre 
los fondos provinciales, todos los establecimientos de instrucción pública y 
privada; con respecto a los últimos, sus atribuciones se limitarán a verificar 
los adelantamientos de los discípulos y los métodos seguidos con mejor éxito. 
4.º Suspender y remover, previo expediente instructivo, a los jefes de es-
tablecimientos privados que por su conducta no mereciesen continuar en la 
enseñanza, o que se obstinasen en no admitir los visitadores de la comisión 
en los términos arriba expresados. 
5.º Nombrar comisionados que presencien los exámenes y distribución de 
premios en los institutos elementales, o presenciarlos ella misma. 
6.º Proponer al Gobierno las ayudas de costa de que habla el artículo 93. 
7.º Nombrar los individuos que hayan de componer la comisión de examen 
para acreditar la aptitud de los maestros de escuelas primarias públicas, y expe-
dir a éstos los correspondientes títulos, excepto a los de las escuelas superiores, 
que deberán obtenerlos del Gobierno, a propuesta de la misma comisión. 
8.º Nombrar entre los supernumerarios, a propuesta en terna del rector o 
del patrono, los catedráticos de los Institutos elementales. 
9.º Cuidar de que no se distraigan de la enseñanza los fondos que la piedad 
de los testadores haya consagrado a ella; y proponer al Gobierno la misma 
aplicación respecto de las obras pías, cuyo objeto primitivo haya caducado o 
no sea de una utilidad conocida. 
10. Proporcionar al Gobierno todos los datos que le pida sobre la enseñan-
za, y formar la estadística anual, así del número de alumnos que asistan a las 
escuelas primarias, institutos o universidades, como de los fondos de estos 
establecimientos. 
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Art. 117. En cada cabeza de partido habrá una comisión de instrucción 
pública, subordinada a la de provincia, compuesta del presidente del Ayun-
tamiento, de dos regidores elegidos por esta corporación, del rector del ins-
tituto, si lo hubiese; de un párroco y tres padres de familia nombrados por el 
Gobernador civil a propuesta del Ayuntamiento. 
Art. 118. Uno de sus individuos, nombrado por la comisión, hará de se-
cretario, y su cargo será gratuito, como el de los demás vocales; pero su buen 
desempeño será tomado en consideración por el Gobierno. 
Art. 119. El párroco y los tres padres de familia serán nombrados cada dos 
años, pero podrán ser reelegidos indefinidamente. 
Art. 120. Las atribuciones de estas comisiones serán, dentro del partido, 
las señaladas para las de provincia en los números 1.º, 2.º, 9.º y 10 del artícu-
lo 116, entendiéndose con el Gobierno por medio de aquélla. 
Art. 121. En todo pueblo donde haya Ayuntamiento habrá una comisión 
de instrucción pública, subordinada a la del partido, por cuyo conducto se 
entenderá con la de provincia y el Gobierno. Esta comisión se compondrá del 
alcalde, de un regidor, de un párroco y tres padres de familia, nombrados por 
el Gobernador civil a propuesta del Ayuntamiento. 
Art. 122. Hará de secretario uno de sus individuos; este cargo será gratui-
to, como el de todos los demás vocales, cuyo celo recompensará el Gobierno. 
Art. 123. La Comisión se renovará según lo prevenido en el artículo 119. 
Art. 124. Sus atribuciones serán: 
1.º Vigilar la conducta de los maestros de las escuelas primarias públicas 
y privadas. 
2.º Designar los niños pobres que no hayan de pagar retribución. 
3.º Formar la estadística de las escuelas de su distrito. 
4.º Proponer a la de provincia los puntos donde convenga establecer nue-
vas escuelas. 
5.º Proporcionar a la de provincia todas las noticias que le pida sobre Ins-
trucción primaria. 
6.º Cuidar de que no se distraigan los fondos asignados a las escuelas y 
excitar a los Ayuntamientos a que exijan las cuentas a los administradores de 
las obras pías destinadas a sostenerlas. 
Art. 125. En las capitales y cabezas de partido no habrá comisiones de pue-
blo, cuyas atribuciones reasumirán las de partido. 
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sección segunda.
Del Consejo de Instrucción Pública. 
Art. 126. Se establecerá un Consejo de instrucción pública, que se com-
pondrá de un presidente, de doce a veinte consejeros y un secretario del Real 
nombramiento.
En el caso de que asista al Consejo el ministro de la Gobernación, ocupará 
la silla de la presidencia. 
Art. 127. El secretario tendrá voz, pero no voto, en las deliberaciones. 
Art. 128. Los consejeros serán nombrados por el Gobierno entre los indi-
viduos más distinguidos por su saber en las diferentes carreras científicas y 
literarias, estén o no anualmente ocupados en cualquiera magistratura o des-
tino público, debiendo recaer una mitad a lo menos de los nombramientos en 
personas que hayan pertenecido o pertenezcan a la clase de profesores. 
Por este encargo, que se considerará como una comisión, recibirá anual-
mente cada consejero la gratificación de seis mil reales, la cual, sin embargo, 
no empezarán a disfrutar hasta que haya sido aprobada en Cortes. 
Art. 129. El secretario del Consejo disfrutará el sueldo de veinticuatro mil 
reales, que está asignado al de la actual Dirección general de estudios, este 
destino será incompatible con otro cualquiera. 
Art. 130. El Consejo se dividirá en varias secciones encargadas de preparar 
los trabajos especiales que se han de discutir en junta general. 
Art. 131. El Consejo examinará y dará su dictamen: 
1.º Sobre todos los reglamentos o estatutos parciales que hayan de regir en 
cualesquiera establecimientos públicos, científicos o literarios. 
2.º Sobre la planta de cualesquiera de estos establecimientos que se trate 
de formar de nuevo. 
3.º Sobre la conservación o supresión de los que existan en el día. 
4.º Sobre las modificaciones que admitan los métodos de estudios; la es-
pecie, número y serie sucesiva de cursos en cada carrera. 
Art. 132. También será oído el Consejo en la provisión de los rectorados y 
de las cátedras de los institutos superiores, de las facultades mayores u otros 
destinos puramente científicos o literarios de Real nombramiento. 
Art. 133. El Consejo propondrá al Ministerio de la Gobernación los inspec-
tores o visitadores extraordinarios que en cada caso juzgue necesarios para 
inspeccionar los establecimientos de instrucción pública costeados por el Es-
tado o por particulares. 
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Art. 134. El Consejo informará: 
1.º Sobre la remoción de catedráticos propietarios en los establecimientos 
públicos. 
2.º Sobre las reclamaciones de los profesores acerca de la suspensión u 
otras penas disciplinarias que las juntas de disciplina les hubiesen impuesto. 
3.º Sobre las quejas dadas por los alumnos en los casos del artículo 111. 
TÍTULO VI.
DISPOSICIONES ESPECIALES PARA LA EJECUCIÓN DE ESTE PLAN. 
1.ª El Ministro de la Gobernación del Reino, partiendo de las bases esta-
blecidas en este Real decreto, procederá sin dilación a formar los reglamentos 
necesarios para llevarlo a efecto según lo permitan las circunstancias. 
2.ª Por ahora, mientras no se vayan planteando las nuevas enseñanzas, 
subsistirán las actuales universidades y demás establecimientos, con las mo-
dificaciones que el Gobierno determine. 
3.ª El Gobierno cuidará, en cuanto lo permita la conveniencia pública, de 
que se observe religiosamente la voluntad de los testadores, así con respecto 
al derecho de patronato como a no agregar las fundaciones sino a estableci-
mientos situados en el mismo distrito en que lo estén aquéllas. 
4.ª La cuota de matrícula con que han de contribuir por ahora los alumnos 
de los Institutos elementales serán de 100 a 160 reales por año, cualquiera 
que sea el número de asignaturas. Los alumnos de los institutos superiores y 
facultades mayores pagarán por cada asignatura o matrícula igual cantidad. 
5.ª El sueldo fijo de los profesores será por ahora de 4 a 8 mil reales para 
los institutos elementales, y de 6 a 10 mil para los institutos superiores y fa-
cultades mayores. 
En Madrid y otros puntos que estime el Gobierno podrá ser más elevado. 
6.ª Por ahora, y hasta que no haya el número suficiente de supernumera-
rios, podrán ser catedráticos de los institutos elementales y superiores todos 
los que se sujeten a un ejercicio de oposición en los términos prevenidos en el 
artículo 77, aun cuando carezcan de los grados académicos. 
7.ª El Gobierno podrá emplear a los catedráticos actuales sin necesidad de 
nueva oposición. 
8.ª Para ser jefe de un establecimiento privado no se exigirá, por ahora, el 
grado de licenciado en ciencias o en letras, pero habrá de someterse el intere-
sado a un examen ante los jueces que designe la comisión de provincia. 
ENRIQUE GUDÍN DE LA LAMA / JAVIER VOCES FERNÁNDEZ
80
Tampoco se necesitará para ser profesor en los mismos, haber recibido el 
grado de bachiller en ciencias o en letras, que podrá suplirse por un examen 
en los términos indicados. 
9.ª Se procederá inmediatamente al establecimiento del Consejo de ins-
trucción pública y comisiones de provincia, partido y pueblo, dando la exten-
sión conveniente a las que hoy existen para la instrucción primaria. 
10. Establecido el Consejo de instrucción pública, quedará extinguida la 
Dirección general de estudios y la comisión central de instrucción primaria, 
cuyos papeles y efectos se pasarán al Ministerio de la Gobernación del Reino. 
11. Quedará extinguido igualmente el colegio científico, que se reempla-
zará, cuando las circunstancias lo permitan, por una escuela general prepa-
ratoria para ingenieros, bastando por ahora que los alumnos de las escuelas 
especiales se sujeten a su entrada a lo que previene el artículo 46. 
12. Quedan derogados todos los planes, reglamentos, Reales cédulas, ór-
denes y decretos que se opongan a lo dispuesto por el presente. 
Tendréislo entendido, y dispondréis lo necesario a su cumplimiento.– 
Está rubricado de la Real mano.– En San Ildefonso a 4 de agosto de 1836.– Al 
duque de Rivas. 
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